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LIC. CARLOS DE BUEN UNNA

DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS DE LA SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL

México, D.F., a 13 de noviembre de 2000.

BREVES COMENTARIOS Y PROPUESTAS QUE SE HACEN CON RELACIÓN AL PROYECTO ELABORADO POR LA COMISIÓN DE ANÁLISIS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO, COORDINADA POR EL MINISTRO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, LIC. HUMBERTO ROMÁN PALACIOS.

ARTÍCULO 77 (Suplencia de la Queja)

Al respecto, se considera que el tema de la suplencia de la deficiencia de la queja en materia laboral, deberá ser motivo de reconsideración, por dos aspectos que a continuación se exponen:

a)
Es excesiva la suplencia en los términos amplios que se proponen en el último párrafo del artículo 77, al menos en lo que se refiere al amparo promovido por el trabajador.  Debe requerirse al menos la expresión de la motivación del amparo, aunque no exista o sea deficiente la argumentación jurídica, de manera que se supla la deficiencia de los conceptos de violación o de los agravios, como lo señala la Ley de Amparo vigente.  La suplencia sin conceptos de violación o agravios casi equivale a no promover amparo alguno, convirtiéndose prácticamente en un juicio de amparo inquisitivo y por lo mismo no podría fincarse responsabilidad a quien promueve un amparo notoriamente improcedente, favoreciendo así la promoción irresponsable de juicios de amparo.

b)
La suplencia deja en estado de indefensión al tercero interesado, con lo que se incumple la garantía de audiencia, ya que no puede defenderse frente a los argumentos que llevarán a la autoridad a amparar al quejoso, mismos que no conoce sino hasta la sentencia. Por ello es necesario que antes de resolver el juicio, la autoridad de amparo notifique al tercero interesado sobre la posible suplencia y le conceda un término razonable para argumentar al respecto. Por un principio mínimo de equidad y justicia, deberá darse la misma oportunidad de defensa a la autoridad responsable.

ARTÍCULO 140 (Reglas Generales)

En opinión de esta Dirección General, el contenido del artículo 140 del citado precepto, el cual establece que en ningún caso será admitido el informe previo rendido fuera del plazo concedido, y que sabemos es de veinticuatro horas, de acuerdo con lo dispuesto por la fracción III del artículo 136 del proyecto que nos ocupa, no deberá aplicarse en materia administrativa, toda vez que las notificaciones que se hacen a las autoridades responsables del Poder Ejecutivo Federal, se realizan en el domicilio de la oficina principal en la cual se encuentra el Titular de la Dependencia señalada como responsable, y que normalmente dicho domicilio no corresponde a aquél en el que se encuentra ubicada su Unidad Jurídica, lo que hace casi nugatorio el derecho que debe tener toda autoridad responsable para allegarse los elementos y constancias requeridas para elaborar y poder rendir el informe previo, dado que en ese plazo, y con muchas eventualidades, casi siempre es el utilizado para la sistematización de la correspondencia y el traslado de la misma, desde la Oficialía de Partes de la responsable, a la correspondiente de su Unidad Jurídica.

Por lo anterior, se reitera, que en materia administrativa, a las autoridades responsables se les deberá otorgar un plazo mayor para rendir su informe previo, sugiriéndose al respecto, que el mismo se extendiera cuando menos hasta un día antes de la celebración de la audiencia incidental.

ARTÍCULO 127 (Notificaciones)

En ese orden de ideas, se propone la modificación del inciso I del artículo señalado, que dispone que las notificaciones por oficio se practicarán en el domicilio de la oficina principal de la autoridad, si este se encuentra en el lugar del juicio, adicionándolo con un texto en el que se considere que las subsecuentes notificaciones por escrito, se hagan en el domicilio que la autoridad haya señalado para tal efecto.

Lo anterior se propone, en virtud de que en la actualidad, aun cuando la autoridad responsable señale domicilio para oír y recibir notificaciones, distinto a aquel en el que se encuentra su oficina principal, y que el órgano jurisdiccional haya acordado de conformidad, es práctica común, que las subsecuentes notificaciones las continúe realizando la Autoridad Judicial, en el domicilio de la oficina principal, generando con esto, retrasos en la recepción de la correspondencia, y una disminución en el término real que tienen las Unidades Jurídicas para producir sus informes, o recursos.

CARLOS DE BUEN UNNA

DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURÍDICOS DE LA SECRETARIA DE DESARROLLO SOCIAL

México, D. F., a 15 de noviembre de 2000.

COMENTARIOS AL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO

1. EN CUANTO AL OBJETO DE PROTECCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO (ARTÍCULO 1).

En el Artículo 1 del Proyecto, se incluyen para la protección, mediante el juicio de amparo los derechos contenidos en cinco instrumentos internacionales, dentro de los que se encuentran:

1. La Declaración Universal de los Derechos Humanos.

2. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

3. La Declaración América de los Derechos y Deberes del Hombre.

4. La Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Estos instrumentos establecen a propósito lo siguiente:

Artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos dispone:

“1.- Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos.

2.- Toda persona tiene derecho de acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas de su país.

3.-  La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público, esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto”.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Político adoptado por la ONU el 16 de diciembre de 1966 y puesto en vigor diez años después, da por su parte cuenta de lo siguiente en el Artículo 25:

“Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el Artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades:

a. Participar en la dirección de los asuntos públicos directamente o por medio de representantes libremente elegidos.

b. Votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores.

c. Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país”.

El Artículo 25 únicamente tiene una reserva al inciso b), en virtud de que el Artículo 130 de la Constitución, disponía que los Ministros de Culto no tendrán voto activo ni pasivo, ni derecho para asociarse con fines políticos.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre afirma en su Artículo XX que:

“Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su país, directamente o por medio de sus representantes, y de participar en las elecciones populares, que serán de voto secreto, genuinas, periódicas y libres”.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos establece al respecto que:

“1.- Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:

a. De participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos.

b.  De votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de los electores, y

c.  De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.

2.- La Ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal”.

La inclusión en cuanto al objeto, de los Derechos Políticos, que a nivel internacional público, se les ha considerado como derechos humanos, implicaría una contravención a los Artículos 41, Fracción IV, 99 y 105, Fracción II, Inciso F, Segundo Párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establecen “que para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales, se establecerá un sistema de medios de impugnación. Dicho sistema garantizará la protección de los derechos políticos de los ciudadanos de votar, ser votados y de asociación y de que, el Tribunal Electoral será la máxima autoridad en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación y le corresponde resolver en forma definitiva e inacatable las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos políticos electorales de los ciudadanos de votar, ser votados y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del país y que la única vía para plantear la no conformidad de las Leyes Electorales a la Constitución, es la Acción de Inconstitucionalidad”.

2. EN CUANTO A LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO Y      SU PROCEDENCIA. (ARTÍCULO 4).

En el Proyecto se mantiene al ofendido como tercero interesado.

Al autor de un hecho ilícito, se le conceden todos los derechos.

En cambio, al ofendido o la víctima, se le limita a intervenir como tercero interesado, cuando el acto emane de un juicio de orden penal y afecte la reparación.

No existe equilibrio procesal en el trato.

En la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abusos de Poder de la ONU, adoptada el 29 de noviembre de 1985, se establece en el Artículo 4, “que las víctimas tendrán derecho al acceso de los mecanismos de la justicia y a una pronta reparación del daño”.

Este Artículo no se cumple en el Proyecto.

La reparación del daño, es de naturaleza esencialmente civil.

Cuando se elaboró el Proyecto del Código Penal de 1871, la Comisión redactora se preguntó, ¿dónde debía tratarse esta materia? (la reparación del daño), ¿en el Código Civil o en el Penal? Y se resolvió adoptando el segundo extremo, de acuerdo con la comisión del Código Civil “por habernos parecido más conveniente, que en el Código Penal vayan unidad las reglas sobre responsabilidad criminal, con las de la civil, que casi siempre es una consecuencia de aquélla, porque así sabrán con más facilidad los delincuentes todo aquello a que se exponen por sus delitos”.

Ello confirma, el porqué de una materia que es eminentemente civil se regula por la Ley Penal.

La reparación del daño forma parte de la sanción pecuniaria que está prevista como pena en el Artículo 24, Apartado 6 del Código Penal Federal.

Para que proceda la reparación del daño, se requiere acreditar previamente la existencia del delito y la responsabilidad del inculpado.

Existen muchos casos, en que los inculpados son liberados al resolver su situación jurídica o al pronunciar la sentencia de segunda instancia.

En estos casos, se deja al ofendido o a la víctima en total estado de indefensión.

Es por ello, que resulta conveniente otorgarle el derecho para promover en los casos mencionados, el juicio de amparo.

3. EN CUANTO A LAS NOTIFICACIONES (ARTÍCULO 27, FRACCIÓN II).

En el Proyecto se establece que en los casos en que el domicilio de la autoridad se encuentre fuera del lugar del juicio, se envíe el oficio por correo en pieza certificada con acuse de recibo.

En la Ley del Servicio Postal Mexicano, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 1986, en ningún momento se establece entre las modalidades de la correspondencia y los envíos, la figura del correo en pieza certificada.

La Ley en sus Artículos 26 y 27, establece que por su tratamiento la correspondencia y los envíos son: ordinarios o registrados.

El Reglamento para la operación del organismo Servicio Postal mexicano, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 31 de octubre de 1988, confirma lo anterior en su Artículo 31. 

En consecuencia, lo correcto de conformidad con esa Ley, debe ser “Correo Registrado”.

En segundo término, en el Proyecto se conserva la gratuidad de los servicios de comunicación (telégrafo, correo, fax, teléfono, correo electrónico) única y exclusivamente para los quejosos y el Poder Judicial, sin embargo, se olvidan de los otros dos Poderes (Ejecutivo y Legislativo).

Esto es así, ya que el Artículo 19, Segundo Párrafo, aun cuando utiliza la palabra gobierno, se refiere a los mensajes en que se demanda amparo, por alguno de los actos del Artículo 22 y a las resoluciones y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión.

Estimamos que es necesario garantizar en la Ley de Amparo, el acceso inmediato, libre y gratuito al uso del telégrafo, como medio autorizado para la presentación de promociones, informes y desahogo de requerimientos judiciales, de manera específica de aquellas que emitan las autoridades responsables.

La Secretaría de Gobernación, ha utilizado, en forma permanente el telégrafo y el correo registrado, como medio para rendir los informes y atender los requerimientos en materia de juicios de amparo.

Se tiene conocimiento que de esta manera operan diversas Secretarías de Estado.

El telégrafo, hasta el mes de noviembre de 1999, se había considerado gratuito.

El 1° de diciembre de 1999, el Gerente de Telecomunicaciones de México del Distrito Federal, expidió el Boletín Informativo No. 37, dirigido a los Jefes de Oficina Telegráfica.

En el, se hace referencia a una opinión vertida por la Dirección General de Asuntos Jurídicos de ese organismo, en el sentido de que “Todos los casos de telegramas que contengan informes previos o justificados, dirigidos a Jueces de Distrito y que estén fundamentados en los Artículos 132 y 149 de la Ley de Amparo, deberán ser cobrados, ya sea con pago en efectivo o a través de una cuenta corriente que la Dependencia emisora, abra en nuestras oficinas y que sólo se considerarán como servicio oficial, libre de pago, los casos señalados y previstos en los Artículos 23 y 31 de la Ley de Amparo, en relación con el Artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.

Dicha opinión, está contenida en el oficio 4021-3591, del 15 de noviembre de ese mismo año.

De mantenerse en el Proyecto incólume se presentaría la siguiente situación:

Actualmente, según la oficina de telégrafos, el precio conjunto de 20 palabras es de $23.00.

Un telegrama de una cuartilla contiene un promedio de 20 grupos de 20 palabras, cuyo costo sería de $460.00.

De manera aproximada se presentan en las Oficinas de Telégrafos, por parte de la SEGOB 70 telegrama diarios, cuyo costo global sería de $32,200.00 diarios.

A la semana, se erogarían por este concepto $161,000.00.

Al mes $644,000.00.

Esto sin considerar, un recurso de revisión que en promedio ocupa 8 hojas, cuyo costo sería de $3,680.00.

Ello requeriría que las Dependencias, contarán con un presupuesto necesario para atender este renglón, que de inmediato no sería posible.

De no contar con el servicio gratuito del telégrafo, las dependencias acudirían al correo.

En cuanto al tiempo hay una diferencia abismal entre el correo y el telégrafo.

Normalmente, el telégrafo tarda máximo 2 días.

En cambio el correo, tarda mínimo 2 semanas.

Tenemos algunos casos que se han presentado con el Estado de Puebla, en donde, habiéndose enviado la comunicación el 11 de julio hasta hoy día 13 de noviembre no se ha recibido, no obstante que han transcurrido 125 días.

Con estas dilaciones, el Poder Judicial estaría imposibilitado para cumplir el mandato del Artículo 17 Constitucional.

En tercer término, en el Proyecto de Ley de Amparo (Artículo 22), se suprime la posibilidad de que las autoridades responsables que residan fuera de la jurisdicción del órgano de amparo, que conozcan del juicio puedan acudir a las Oficinas de Telégrafo que corresponda al lugar de su residencia, para presentar sus informes previos, justificados y recursos.

Con esta disposición, se trata a la autoridad responsable en forma inicua, ya que se le priva de la oportunidad de presentar sus informes y recursos ante las Oficinas de Telégrafos e inclusive de Correos, ya que sólo se incluye la demanda y la primera promoción del tercero interesado.

Ello implicaría, que todas las Dependencias del Poder Ejecutivo Federal, deberán presentar directamente los informes, recursos y requerimientos en el lugar donde residan los Juzgados y Tribunales que las requieran, para lo cual, deberán contratar personal para trasladarse a esos lugares y una partida específica para cubrir los gastos de transporte y viáticos.

Si para el pago de los telegramas, no se cuenta con recursos, como será posible cubrir el aumento de plazas y la partida de viáticos y transportes.

Es por ello, que se requiere modificar el Artículo, para permitir a las autoridades responsables de la Administración Pública Federal, la posibilidad de presentar sus informes, cumplir requerimientos por medio del telégrafo o correo, cuando residan fuera del lugar del Juzgado o Tribunal que conozca del juicio.

Para este fin se propone la siguiente redacción:

“Si alguna de las partes reside fuera de la jurisdicción del órgano de amparo que conozca o deba conocer del juicio, la demanda, las promociones del tercero interesado, así como los informes y demás promociones de las autoridades responsables y del Ministerio Público de la Federación cuando así proceda, podrán presentarse, dentro de los plazos legales, en las oficinas públicas de comunicaciones que corresponda al lugar de su residencia, o en la más cercana en caso de no haberla”.

1. LA SUPLENCIA DE LA QUEJA (ARTÍCULO 77, FRACCIÓN II).

En este Capítulo nuevamente, se olvida de la víctima y no se consagra la facultad para suplir la deficiencia o ineficiencia de los conceptos de violaciones o agravios.

ROBERTO PEDRO MARTINEZ ORTIZ

DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS DE LA SECRETARIA DE GOBERNACION

BREVES COMENTARIOS AL ANTEPROYECTO DE LA LEY DE AMPARO

· Artículo 1°. 

Se estima que ampliar el objeto del juicio de amparo para resolver las controversias que se susciten por actos de autoridad que violen los derechos humanos que protegen los Tratados Internacionales en las materias que de manera limitativa se indican en dicho precepto, debería ser materia de un análisis más minucioso, partiendo que la Ley Suprema del Estado Mexicano, es su Constitución; y, con el propósito de no romper con el principio de supremacía constitucional, sería recomendable evaluar la conveniencia de incorporar o no la tutela de esos derechos humanos al texto de la carta fundamental.

Por otro lado, lo conveniente sería, en todo caso, que la referencia a los Tratados Internacionales fuera de manera enunciativa y no limitativa, en virtud de que, aun cuando los que establece sean los principales en la materia, en un futuro podrían aprobarse otros.

Ahora bien, se difiere sobre que el juicio de amparo se haga extensible a los Tratados Internacionales en esta materia, ya que equivaldría a considerar que se debe otorgar el amparo por violación a ordenamientos secundarios, como sería el supuesto de que se estimara que un acto o una ley son contrarios a lo establecido a un Tratado. También se difiere en que se establezca un amparo en materia penal ya que no existe base constitucional alguna para ello. El único supuesto que se establecía era para el amparo agrario, en atención a las circunstancias históricas y constitucionales que motivaron su creación, en la inteligencia de que habría que valorar más el que se suprima el amparo agrario y se establezca un término para que los titulares de derechos agrarios tengan que promover el amparo, ya que por la naturaleza social de este tipo de derechos, se consideró que se podía hacer en cualquier momento, aspecto que debería conservarse.

Finalmente, sería conveniente evaluar la propuesta de suprimir la caducidad de la instancia, ya que la consideración que se hace en la exposición de motivos se estima insuficiente, toda vez que si efectivamente se cuenta con los elementos necesarios para resolver los juicios, no caducarían los asuntos, independientemente de que la caducidad de la instancia, como figura procesal, se encuentra recogida casi por todos los ordenamientos adjetivos, y considerando, además, que en algunos casos la parte que interpone el juicio de garantías puede no estar interesada en su prosecución.

· Artículo 2°.

Tomando en consideración que el juicio de amparo procede contra violaciones a las garantías fundamentales, debe ser un procedimiento dinámico y sencillo para todos los estratos sociales, para ello, debe ser clara la forma de substanciación, en “vía directa o indirecta”, por lo que se estima que la supletoriedad debería aplicarse para casos muy necesarios.

Es destacable la inclusión de los principios generales de derecho, que aunque pareciera innecesaria, resulta conveniente que, aprovechando la propuesta, se incluya en forma específica.

· Artículo 4°.

Se sugiere evaluar la conveniencia de revisar el texto de la fracción III, inciso d) de este artículo, ya que no concuerda con la figura del tercero interesado, en virtud de que el desistimiento o el no ejercicio de la acción penal, beneficia al inculpado o al procesado, de modo que, si el juez llegara a negar el desistimiento, el procesado adquiere el carácter de quejoso y, si se acuerda de conformidad dicho desistimiento, no existe posibilidad de que el Ministerio Público lo reclame, pues fue él quien lo debió proponer.

Con relación a la fracción IV, se sugiere que para evitar algún planteamiento, sobre el nombre correcto del Ministerio Público Federal, debería establecerse como se menciona en la Ley de la materia, es decir, como Ministerio Público de la Federación, en atención a la reforma publicada en el D.O.F. el 17 de julio de 2000, al artículo 3° del Reglamento de la Procuraduría General de la República.

Debe señalarse que, en principio, en la propuesta se define con claridad a cada una de las partes del juicio de amparo, incluyendo al quejoso, sin olvidar desde luego la adecuación del tercero perjudicado que prevalece hasta la fecha por el de tercero interesado a la manera de las controversias constitucionales. No obstante lo anterior, surgen algunas dudas respecto de los incisos b) d) y e) de la fracción III de la propuesta.

Sobre el inciso b) sería conveniente precisar que se trata de un “Interés jurídico”, ya que se podría dar la posibilidad de que cualquier persona pretendiera apersonarse en el juicio con el carácter de tercero perjudicado.

Respecto del tercero interesado, indiciado o procesado, cuando el acto que se reclame en amparo sea el desistimiento o el no ejercicio de la acción penal, queda clara la segunda hipótesis, ya que precisamente ha tenido mucha demanda últimamente, cuando se combate precisamente, por parte del ofendido, la autorización del no ejercicio de la acción penal, por lo que se considera adecuado que en esos casos se tenga como tercero interesado al probable responsable, toda vez que para el caso de que se revoque la decisión, se le afectan directamente intereses por lo que debe ser escuchado en el juicio de amparo.

Sin embargo, la parte del desistimiento de la acción penal es la que genera algunas dudas, ya que si ese desistimiento es resuelto en forma favorable se beneficia al probable responsable, pero en el caso contrario lo que origina es que el probable responsable se convierta en el quejoso, por lo tanto, no se comprende el alcance que pretende dársele al inciso en comento.

En la propuesta se mantiene el carácter de parte al Ministerio Público de la Federación, cuando se trata de normas generales, sin embargo, Sería conveniente, si se mantiene la postura de incluirlo, de especificar los alcances de la calidad que se le otorga, por lo que se sugiere precisar los alcances que ha dado la Corte en sus criterios de jurisprudencia, como el de participar en el recurso de revisión en el amparo contra leyes.

· Artículo 5°.

Se sugiere revisar el último párrafo de este artículo, ya que se estima poco claro, porque dentro del mismo establece que cualquier persona podrá promover el juicio de amparo en caso de que así lo permita la Ley, lo que se considera debería precisarse quiénes pueden promover el juicio en esos casos, y no dejar la redacción tan difusa.

· Articulo 6°.

Se considera que la redacción del precepto resulta ambigua, por lo que sería conveniente revisar su redacción, en virtud de que no señala quién será el representante especial del menor de edad.

· Artículo 7°.

Sería conveniente precisar con claridad, cuáles son los “intereses distintos” a las funciones de autoridad, a fin de evitar confusiones y asustarse al principio de que la autoridad sólo puede hacer lo que le está permitido en una ley. En efecto, la frase “intereses distintos” da la apariencia de que no existe afectación directa, y por tanto, la autoridad quejosa carecería de interés jurídico para promover el amparo. Es probable que se deba a una deficiente redacción, o lo que en realidad se quiso decir era “intereses propios” o que no fueran actos de autoridad.

Cabe señalar, que existen personas morales oficiales que no tienen facultades de autoridad, y con el texto propuesto posiblemente se les podría excluir para los efectos de promover el amparo. En tal virtud, se sugiere reflexionar sobre la posibilidad de que se aclare esta situación o, en su caso, que se siga manteniendo la redacción del artículo vigente.

· Artículo 8.

Se comparte la propuesta de que se incluye la figura del Consejero Jurídico, en la inteligencia de que sería conveniente precisar la forma en que se deberá acreditar la representación presidencial ante el juez de amparo, es decir, aclarar cómo se determinará la representación ante la autoridad jurisdiccional.

· Artículo 10.

Se considera improcedente que se le dé la oportunidad a quien promueve el amparo a nombre de otro, la de acreditar su personalidad hasta la audiencia Constitucional, ya que se darían casos de que no se hiciera y, en consecuencia, el juicio se llevaría de manera inútil.

· Artículo 14.

En cuanto a la inclusión de la hipótesis de extradición, así como la incorporación forzosa al ejercito, armada o fuerza aérea nacionales, pareciera reiterativo, ya que posiblemente estas hipótesis estén inmersas en la relativa a los “ataques a la libertad personal fuera del procedimiento judicial”, por lo que sería conveniente evaluar su inclusión.

· Artículo 20.

Resulta atinado el establecimiento de las oficialías de parte que deben funcionar hasta las doce de la noche para recibir promociones de término. Sin embargo, no se contempla la hipótesis sobre aquellos lugares donde no exista oficialía de partes, por lo que sería recomendable establecer alguna excepción.

· Artículo 21.

Sería recomendable revisar el texto de la propuesta, ya que no se hace distinción entre el plazo que tiene la autoridad con el que tienen los quejosos para interponer el recurso.

· Artículo 23.

Se utiliza en el último párrafo, la expresión “imponerse de los autos”, misma que podría sustituirse con un lenguaje más sencillo y comprensible para la generalidad de las personas, ya que muchas de ellas, en ocasiones, no pueden asesorarse por un profesional del derecho. Por ejemplo:  “consultar los autos y recibir constancias”.

Por otra parte, respecto del segundo párrafo.  Es preocupación de muchos de nosotros la profesionalización en diversas materias procesales. En algunas de ellas ya se ha incorporado como requisito para intervenir como asesor o patrono de los promoventes tener el título de licenciado en derecho y estar en pleno ejercicio de la profesión, como es el caso de la materia mercantil o de las controversias de orden familiar.

En este aspecto se estima atinada la propuesta de incorporar la materia laboral para el caso de las personas que se autoricen para oír y recibir notificaciones a nombre del agraviado y del tercero interesado, como lo dispone el segundo párrafo del proyecto.
  Me permito comentar que dentro de las propuestas del proyecto del Código de Procedimientos Laborales, elaborado por el Comité Técnico del Diálogo ObreroEmpresarial hacía una nueva cultura laboral, se encuentra una disposición semejante tendiente a que el apoderado o representante legal de los trabajadores y patrones deba ser licenciado en derecho, con alguna excepción en materia sindical.

Para mayor claridad sobre el alcance de esta disposición que se comenta, conviene recordar que en la Ley Federal del Trabajo, no se exige como requisito la licenciatura en derecho para representar a un trabajador o patrón ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje, lo cual es consistente con lo señalado por el artículo 27 de la Ley Reglamentaria del artículo 5°
 Constitucional relativo al ejercicio de las profesiones, aplicable en el Distrito Federal en asuntos de orden común, y en toda la República en asuntos de orden federal.

En efecto, el mencionado artículo 27
 señala que la representación jurídica en materia obrera se regirá por las disposiciones relativas a la Ley Federal del Trabajo. En ese sentido, podría ser cuestionado por el sector obrero y por aquellos que de alguna forma intervienen en la defensa de los derechos de los trabajadores, el que por una parte, ni la citada Ley Federal del Trabajo ni la Ley de Amparo (incluso el proyecto) les exija como requisito la licenciatura en derecho, para intervenir en el juicio laboral o promover el amparo, y por otra, sí se les requiera dicha licenciatura para aquellas personas que se pretendan autorizar para oír y recibir notificaciones en materia de amparo.

En tal virtud, se sugiere una evaluación más minuciosa de la incorporación o no de la materia laboral en el segundo párrafo del artículo 23 del proyecto de la Ley de Amparo.

· Articulo 25.

Se estima que este artículo podría dar a confusión por dos situaciones: las formas en que se deben realizar las notificaciones y aquellas resoluciones que deben ser notificadas en alguna de esas formas. En efecto, se advierte que en la fracción I, se habla de que las notificaciones en los juicios de amparo se harán en “forma personal”, entendiendo con ello tanto a quienes se harán en esa forma, pero a continuación se habla de resoluciones u otros acuerdos. Lo anterior, se aprecia del inciso b) que se señala el tipo de resolución que habrá de notificarse en forma personal y a quién ha de hacerse, mezclando de esa manera actos distintos. Por lo anterior, para mayor claridad, se estima que debería establecerse y separarse, por un lado, la forma en que ha de hacerse la notificación (personal, por oficio, por lista), en donde deberá decirse a quien o a quienes se notificará de esa forma; y, por otro lado, señalarse aquellas resoluciones que deberán notificarse en la forma citada.

· Artículo 29.

La inclusión del Párrafo segundo de la fracción I, resulta innecesaria, ya que la regla general establecida en el párrafo primero, relativa a que surtirán sus efectos las notificaciones desde que hayan quedado legalmente hechas, es suficiente.

· Artículo 30.

Se estima conveniente mantener vigente el procedimiento para hacer valer la nulidad de notificaciones ilegales, por lo que se sugiere se reflexione sobre la desaparición del mismo en la propuesta.

· Artículo 31.

En su fracción III se propone la creación del Tribunal Colegiado de Apelación, el cual decidirá en segunda instancia en forma colegiada. Sin embargo, puede considerarse una distorsión en esa función colegiada al permitir que se fallen los amparos indirectos en esa forma, es decir, el amparo indirecto tendrá una dualidad en cuanto a su solución, pues para determinados actos, se fallará en forma unitaria por el juez de distrito y, en otros, que pueden ser actos similares, se fallará en forma colegiada, lo cual no tiene sustento jurídico alguno, ni se exponen los motivos suficientes.

Con la propuesta de desaparecer de los Tribunales Unitarios de Circuito e incluir a los Tribunales Colegiados de Apelación, debe considerarse que, independientemente de las jerarquías del Poder Judicial Federal, los jueces de Distrito en amparo deben conocer de los amparos indirectos, independientemente de que los actos reclamados sean de Magistrados de Tribunales de Apelación.

· Artículo 36.

Previamente a la aprobación del texto de la presente disposición, se estima conveniente esperar la resolución que se emita en la contradicción de tesis número 23/2000, del índice de la Primera Sala, cuyo ponente es el Ministro Juventino V. Castro y Castro, la cual cuenta con proyecto de resolución, en el que según se tiene entendido, se propone una diversa solución a los problemas de competencia que se han presentado en la práctica.

· Artículo 49.

Resulta notoria la inclusión de las figuras de excusa y recusación, mismas que no se encuentran en la ley vigente. Se estima conveniente evaluar dicha reforma, ya que se considera que con la figura del impedimento es más que suficiente.

· Artículo 59.

Se estima que contra las resoluciones del Consejo de Judicatura debería proceder el juicio de amparo, porque no está exento de violar garantías individuales. En efecto, se precisa que el juicio de amparo es improcedente contra los actos del Consejo de la Judicatura Federal, salvo los que afecten derechos de personas ajenas al Poder Judicial de la Federación, con lo que se confirma el criterio establecido en el noveno párrafo del artículo 100 constitucional.

En primer lugar, la excepción al principio de definitividad de las decisiones del Consejo, constreñido a la designación, adscripción, ratificación y remoción de magistrados y jueces, establecidas en aquél precepto constitucional, lo amplía el proyecto de la Ley de Amparo en cuanto a los derechos de personas ajenas al Poder Judicial de la Federación, sobre lo cual se comenta lo siguiente:

a.
Se elimina el principio de definitidad, ya que produce el efecto de que las resoluciones del Consejo dejen de ser definitivas e inacatables.

b.
Las excepciones a tal principio, en su caso, únicamente deben ser establecidas por la Constitución y no por una ley secundaria.

c.
Por otro lado, no se regula la forma en que los terceros afectados por las decisiones del Consejo las puedan recurrir. Tal omisión puede interpretarse en el sentido de que el medio adecuado para presentar las inconformidades sea el recurso de revisión ante la Corte. Sí fuera este caso, no se limita la materia del recurso.


No se debe perder de vista que el recurso de revisión previsto por la Carta Magna se constriñe para verificar, únicamente, que la destitución del juez o magistrado, haya sido dictada conforme a las reglas de la ley orgánica respectiva.

d.
Asimismo, no debe pasar desapercibido que esta hipótesis también puede derivarse de contratos administrativos, supuesto que, precisamente, generó la reforma constitucional de 1995, para que la Corte conociera exclusivamente de aspectos jurisdiccionales y no administrativos

En segundo lugar, se reitera que el texto del párrafo noveno del artículo 100 constitucional en comento, que se recoge en la fracción II del articulo 59 del proyecto de la nueva Ley de Amparo, podría constituir un error judicial, el cual, lejos de adoptarlo, se debería promover una reforma constitucional. Brevemente, se comenta lo siguiente:

a.
El procedimiento disciplinario administrativo que el Consejo instruye a servidores públicos integrantes del Poder Judicial de la Federación, por incurrir en alguna falta administrativa, puede dar lugar a la imposición de alguna sanción.  Resulta discriminatoria la postura en el sentido de que, tratándose de la destitución de servidores públicos, únicamente los jueces y magistrados tengan derecho a interponer recurso de revisión.

b.
Debe recordarse, que en contra de resoluciones definitivas dictadas en cualquier procedimiento seguido en forma de juicio, procede el juicio de amparo, en donde se pueden impugnar violaciones procesales. En ese sentido, se estima que no existe justificación para admitir que en el caso de los trabajadores del Poder Judicial Federal, las resoluciones del Consejo sean absolutas, ya que se anularía la posibilidad de que el servidor público pudiera plantear sus defensas ante un procedimiento arbitrario, como sería si no se le admiten pruebas, o si el cómputo de los plazos es incorrecto o, si en la valoración de las pruebas se apartan de los principios reguladores de la misma. No se debe perder de vista que los asuntos en revisión que ha conocido la Corte, casi en su totalidad han sido revocadas las resoluciones del Consejo por falta de fundamentación y motivación. Algunos secretarios que también intentaron el recurso de revisión, antes de la vigencia de esta reforma constitucional, obtuvieron resoluciones favorables por falta total de fundamentación y motivación.

c.
Si bien el juicio de amparo es improcedente por la propia naturaleza jurídica de la relación laboral de los trabajadores del Poder Judicial de la Federación, así como la de los Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito frente a los señores Consejeros, la solución se inclina hacia la apertura del recuso de revisión administrativa ante toda la resolución definitiva del Consejo, dictada en los procedimientos disciplinarios administrativos.

Debe tomarse en cuenta que a los propios jueces a quienes se les finque alguna responsabilidad grave y se les impongan sanciones diversas a la destitución, como la suspensión en su encargo, tampoco pudieran recurrirlas, considerando que un juez, para ser nombrado Magistrado, no debe ser sancionado por falta grave.

Sería conveniente tomar en cuenta los diversos criterios emitidos por la propia Suprema Corte, con relación al acto de aplicación. Se ha dicho, por un lado, que hay acto de aplicación de la ley o reglamento tildados de inconstitucionales cuando se invoca el precepto impugnado; pero también se ha dicho que hay acto de aplicación cuando, aún y cuando no se invoque expresamente la norma, el supuesto de la misma se actualiza en el acto de autoridad. Situaciones que deben considerarse para que en un momento dado se especifique cuando hay acto de aplicación de la norma impugnada.

A continuación se citan algunos ejemplos de los criterios mencionados:

"AMPARO CONTRA LEYES O REGLAMENTOS. ES IMPROCEDENTE SI EL SUPUESTO ACTO DE APLICACIÓN RECLAMADO EMITIDO EN UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SEGUIDO EN FORMA, DE JUICIO, EN REALIDAD NO MATERIALIZA LOS PUESTOS NORMATIVOS.

(Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: VII, junio de 1998, Tesis: 2a LXXXIV/98, Página 145)

"AMPARO CONTRA NORMAS DE CARÁCTER GENERAL. PROCEDE CONTRA EL ACTO QUE SE APLIQUEN EXPRESAMENTE, AUNQUE CON ANTERIORIDAD SE HAYAN APLICADO IMPLICITAMENTE

(Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: VIII, julio de 1998, Tesis: 2a.  XCVII/98, página: 211)

"EMBARGO PRECAUTORIO LA SOLA MENCIÓN EN LA ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA DEL ARTICULO 103 DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL, QUE CONTEMPLA ESA MEDIDA CONSTITUYE, PARA EFECTOS DEL AMPARO, UN ACTO DE APLICACIÓN DE DICHO NUMERAL".

(Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Febrero de 1998, Tesis: P. XI/98, Página 44)

· Artículo 77.

Se sugiere la aclaración de la fracción II del presente precepto, porque podría dar la confusión de que la suplencia de la queja sólo procede a favor de quien está cumpliendo la pena, o si es a favor de todos en materia penal, por lo que se estima que sobra la palabra reo. Se advierte por otro lado, la eliminación de la suplencia por la deficiencia de la queja en materia penal, en los casos de ausencia de conceptos de violación o de agravios. Se sugiere conservarse, ya que atendiendo al bien jurídico tutelado que es la libertad personal, debería concederse tal beneficio.

· Artículo 79.

Se estima que los incisos b) y c) de la fracción II se repiten, porque en ambos se establece que procede el recurso de revisión de amparo directo, en contra de las resoluciones que decidan sobre el exceso o defecto en la ejecución de una sentencia de amparo.

En principio, la propuesta se ajusta a lo relativo al amparo directo, en términos de la última reforma constitucional, lo que se considera adecuado. No obstante, se advierte de la propuesta la inclusión de dos casos más para hacer procedente el recurso de revisión. contenidos en los incisos b) y c) de la fracción II antes mencionados. Aunque pareciera que se pretende señalar dos supuestos, uno respecto de las resoluciones de la Corte y a los Tribunales Colegiados y, otro para las resoluciones de jueces de Distrito, por lo que se considera que la redacción no es clara. Independientemente de ello, lo importante es reflexionar si, tratándose de esos casos, debe ser procedente el recursos de revisión u otro diverso.

· Artículo 93.

Se considera conveniente agregar al texto propuesto lo relativo al pronunciamiento previo de los Tribunales Colegiados de Circuito, respecto de las sentencias dictadas en amparo indirecto en que se hayan reclamado normas generales o exista planteamiento de interpretación constitucional.

· Artículo 103.

Dada la naturaleza de este tipo de recursos es entendible la limitación sobre las pruebas que pueden ofrecerse; no obstante, convendría evaluar la posibilidad de dejar abierta alguna oportunidad para ofrecer pruebas en algunos casos específicos.

· Artículo 105.

Se sugiere que se señale como materia del recurso de reclamación "el acuerdo" recurrido y no "resolución" recurrida a fin de ser congruente con la propuesta del artículo 102.

· Artículo 120.

Al inicio del precepto se establece la posibilidad de impugnar de falso un documento que sea presentado antes de la celebración de la audiencia constitucional, a través de un incidente que deberá interponerse en un plazo de tres días. Sin embargo, se omite especificar cuándo inicia el plazo para la impugnación, si es a partir de la presentación del documento o a partir de que se notifique dicha presentación. Si bien el artículo 21, segundo párrafo, establece el plazo para interponer los recursos, y a partir de cuando debe iniciar, sólo se refiere a los recursos, y no a los incidentes.

· Artículo 134.

Convendría precisar que si bien la garantía puede exhibirse en cualquier momento, hasta no haberse producido la ejecución, es evidente que de acuerdo al precepto se cuenta con un plazo de cinco días para exhibir la garantía, si no dejará de surtir efecto; pero ahora se precisa que no se notificará el acuerdo donde se resuelva dicha circunstancia.

· Articulo 180.

Destaca la inclusión del amparo adhesivo, con lo que se estima que se logrará que los asuntos se resuelvan en una sola ocasión y no regresen en diversos juicios.

ALVARO CASTRO ESTRADA

DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS DE LA SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL

SR. MINISTRO HUMBERTO ROMAN PALACIOS 

PRESIDENTE DE LA COMISION DE ANALISIS DE 
PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO 

P R E S E N T E . 

El que suscribe JOSE ALFREDO MARTINEZ REYES, Abogado, mexicano, mayor de edad, se dirige con todo respeto a esa Honorable Comisión que Usted, dignamente preside, para sugerir un segundo párrafo a la actual redacción del artículo 183 del Proyecto de Ley de Amparo, mismo que se sugiere en los siguientes términos: 
Art. 183.  ________________ .

“Las sesiones de los Tribunales Colegiados serán públicas, teniendo, desde luego, el Presidente de cada Tribunal Colegiado, el cuidado de que en dichas sesiones se guarde el orden y el respeto necesarios para desahogar los asuntos correspondiente a la sesión de que se trate, quien además podrá aplicar las medidas de apremio a quien perturbe el orden indispensable, para la conclusión de la sesión correspondiente.”
Considero que es importante incluir el párrafo anterior, por virtud de que por un elemental derecho, las partes, justiciables o sus representantes, tienen el derecho de conocer directamente los argumentos que expongan los Magistrados para resolver en tal o cual sentido; teniendo cuando menos la certeza, en la calidad de la discusión que generó el asunto, puesto a la atenta consideración de los señores Magistrados. 
Agradeciéndoles, la gentileza de su atención, quedo de Ustedes, 

Atentamente,
ABG. JOSE ALFREDO MARTINEZ REYES
México D.F., a 21 de Noviembre de 2000.

Sr. Lic. Genaro Góngora Pimentel.

Presidente de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación.

P R E S E N T E.

Apreciable y querido maestro me permito distraer su atención remitiendo estas observaciones por correo electrónico porque no tuve oportunidad de tener en mis manos el proyecto de la Ley de Amparo sino hasta principios del presente mes por conducto de algún alumno en el Posgrado de Puebla.

Me permito felicitar a Usted y a la Comisión encargada del proyecto pues considero que las reformas que se proponen, con excepción de la que mas abajo indicare, son altamente sugestivas y colocan a nuestro Sistema a altura del Control Constitucional del Derecho Comparado.

Unicamente me permito indicarle a Usted y a la Comisión que la supresión de las fracciones II y III del Artículo 103 Constitucional serían un grave error.

No solo por el aspecto histórico que reflejan dichas fracciones sino por los posibles alcances que podrían tener.

En efecto de acuerdo con la Historia de la Suprema Corte de Justicia tomo denominado “LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA LA REPUBLICA Y EL IMPERIO”.  La formula del artículo 101 de la Constitución de 1857, antecedente del 103 actual fue elaborada por Ignacio Ramírez después de que el Presidente de la Corte, Don Benito Juárez lo mando a Estados Unidos de Norteamérica para estudiar el Control Constitucional.

Considero que el proyecto de la nueva Ley de Amparo es altamente evolutivo y conservar el artículo 103 con su modificación de la fracción I, podría conducir a una evolución posterior hacia el pleno Control de la Constitucionalidad.

Esperando sirva de algo esta observación me repito su servidor y amigo.

A T E N T A M E N T E.

DR. JOSE DE JESUS LOPEZ MONROY.
PROYECTO NUEVA LEY DE AMPARO

Autoridad Responsable

1.
Ampliación de los términos

El proyecto prevé ampliación de los términos para la interposición de la demanda de amparo, a fin de que los quejosos puedan preparar con mayor cuidado sus instancias elevando la calidad de los litigios.

Dicha ampliación de términos se traduce en inequidad procesal para la autoridad responsable, pues nosotros contamos con sólo 24 horas para rendir informe previo y 10 días para rendir el informe justificado (ahora improrrogables) sin tener mayor tiempo para estudiar demandas realizadas con mayor cuidado y calidad.

Actualmente existe jurisprudencia en el sentido del diferimiento de la audiencia constitucional, misma que resulta inaplicable cuando la nueva ley expresamente prevé que los 10 días para rendir el informe justificado son improrrogables. Además de que se proponen sanciones muy fuertes para la autoridad ya sea al no rendir el informe justificado o no entregar en ese acto copias de las constancias que sirvieron de base para emitir el acto reclamado.

2.
Interés legítimo

El proyecto modifica el interés jurídico para acudir al juicio de amparo por el interés legítimo, que permite considerar quejoso a aquella persona que resulte afectada directamente tanto por un acto de autoridad, como cuando la afectación sea de una situación derivada de ese acto, es decir, no se trate de un agravio personal y directo, sino de la situación jurídica que de él se derive.

Esta ampliación se traducirá en un aumento considerable de demandas de amparo. En el caso específico de SECOFI, considero que se complicará el actuar de la autoridad, pues en todo acto que se realice habrá afectación no directa derivada del mismo, ya que se trata de decisiones comerciales (ejemplo: actualmente cupos de importación para ave no afecta directamente a los porcicultores, por carecer de interés jurídico; con la nueva ley si afectará por tratarse de una situación derivada).

3.
Suspensión del acto reclamado

El proyecto prevé la posibilidad de que el juez resuelva respecto de la procedencia de conceder la suspensión, considerando el perjuicio al interés social y al orden público (se señalan los casos), sin embargo se deja en libertad al juzgador de concederla aún y cuando se trate de dichos casos, es decir, se permite valorar que se conceda la medida aún y cuando se siga perjuicio al interés social y al orden público si el juez, a su juicio, considera que se puede causar mayor afectación al interés social con la negativa de la medida suspensional.

Esta situación puede traducirse en que los jueces concedan de manera desmedida suspensiones y dificulta a la autoridad responsable el probar el perjuicio al interés social y orden público, ya que SECOFI emite muchos actos que no están previstos dentro de las hipótesis del artículo 127 del proyecto de Ley, y que de concederse la suspensión contra los mismos, también se estaría causando perjuicios al interés social y al orden público.

4.
Cumplimiento y ejecución de sentencias

El proyecto contempla que en los casos en que la sentencia no se cumpla dentro de los plazos señalados por la ley (24 hrs. y 3 días) el juez imponga multa a la autoridad responsable y requerirá al superior jerárquico, si a pesar de esto no se cumple, también se impondrá multa al superior jerárquico y se remitirá el expediente a la SCJN.

El cumplimiento posterior de la ejecutoria, no exime de las multas por no haber cumplido oportunamente. 

Se prevé también que TODAS las autoridades que deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria, aunque no hayan tenido el carácter de responsables, están obligadas a realizar los actos necesarios para el eficaz cumplimiento, y estarán sujetas a las mismas responsabilidades.

Por otra parte el artículo 195 del proyecto, dispone, que se considerará incumplimiento cuando se retarde por medio de evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad, o cuando los actos de la autoridad encaminados a cumplir revelen la intención de evadir los efectos restitutorios de la ejecutoria.

Con dicha modificación se trata a la autoridad responsable de antemano como infractora en la realidad no es posible cumplir con las sentencias tan rápidamente, en razón de los actos, así como de la organización y distribución de las dependencias. Se deja al arbitrio del juez calificar la intención de la autoridad al cumplir, situación totalmente subjetiva.

Las autoridades responsables en esta Secretaría que emiten los actos de autoridad, generalmente no son abogados, por lo que para el cumplimiento de las sentencias requieren asesoría específica en todo el país, situación que dificulta el pronto cumplimiento y se traduciría en multas automáticas.

5.
Sanción por afirmar falsedad

El proyecto sanciona con pena de 3 a 7 años de prisión, multa, destitución e inhabilitación a la autoridad responsable que en los informes previos o justificados afirme falsedades o niegue la verdad.

El tratamiento para el quejoso es desigual, pues en la actualidad se presentan juicios en donde los actos que se reclaman no son ciertos, y el resultado sólo es el sobreseimiento, sin considerar falsedad la afirmación de los quejosos.

Se considera a la autoridad responsable como delincuente, y se prevé la imposición de penas privativas de la libertad en ley diferente a la penal.

Ahora bien, el delito establecido en la fracción V del artículo 247 del código penal federal, establece la sanción para aquella autoridad responsable, que en juicio de amparo, rinda informes en que afirme una falsedad o niegue la verdad en todo o en parte, estableciendo una pena de 2 a 6 años de prisión y multa de 100 a 300 días, menor que la establecida en el proyecto.

6.
Diversas sanciones

El artículo 266 del proyecto prevé multas por no rendir informe justificado, no remitir copia certificada de las constancias. En la realidad no siempre contamos oportunamente con las copias certificadas de los autos, máxime por el volumen de los expedientes que en el caso, por ejemplo de UPCI, deben certificase. Al no prever el diferimiento de la audiencia, se traduciría en incumplimiento por parte de la autoridad responsable.

El artículo 258 del proyecto prevé una pena de 3 a 10 años de prisión, multa, destitución e inhabilitación cuando la autoridad responsable revoque el acto, con el propósito de que se sobresea el juicio, para insistir con posterioridad en dicho acto.

a)
Se cuestiona  cómo es que el juez identifica el propósito de la revocación, el sobreseimiento del juicio es el resultado de la inexistencia del acto revocado, no se puede identificar como propósito de la autoridad responsable.

b)
Se impide a la autoridad volver a emitir el acto, pues se traduciría en que la revocación fue con el propósito de conseguir sobreseimiento, para después insistir. La revocación debe dejar en libertad de actuar a la autoridad para mejorar y emitir, en su caso un acto diverso.

En el artículo 259 del proyecto, para la aplicación de la sanción si se remite al Código Penal Federal, surge el cuestionamiento del porqué en otros artículos como 257, 258, entre otros, se prevé específicamente en la Ley de Amparo la aplicación de penas privativas de la libertad, sin remisión al Código Penal Federal.

7.
Autoridad responsable

Se amplía el carácter de autoridad responsable, se prevé que por omisión en el actuar también se considerará autoridad responsable. El juicio de amparo procedería no un “no hacer” de las autoridades.

La consecuencia de esta modificación podrá ser el aumento desmedido de demandas de amparo, pues los quejosos podrán interponerlo por la falta de actuación de la autoridad.

Conclusiones:

· Aumentará considerablemente el volumen de demandas de amparo

· Las autoridades responsables somos consideradas delincuentes con penas equiparables a delitos como: sabotaje, conspiración, evasión de presos, asociación delictuosa, narcotráfico, abuso sexual y violación equiparada (según el cuadro anexo).

· El tratamiento entre las partes del juicio es desigual.

· No se prevén sanciones para los jueces de la magnitud e impacto como las que se prevén para las autoridades.

· La jurisprudencia que se oponga no se aplicará.

· Las tesis aisladas dejarán de tener fuerza.

· El espíritu del amparo es la protección de los ciudadanos frente al actuar de las autoridades, sin embargo ese actuar no siempre es arbitrario. Con la presente ley, la autoridad responsable está en total desventaja frente a las pretensiones de los particulares.

· La realidad de las Dependencias hará muy difícil la actuación de los servidores públicos.

· ¿Cómo se tomarán decisiones, se emitirán actos, si por el trabajo  diario se correrá el riesgo hasta de ir a prisión?

· No podemos olvidar la realidad que existe en todas las Dependencias gubernamentales, en razón de que las áreas jurídicas encargadas de la defensa de los juicios generalmente resultan insuficientes para el número de juicios que se litigan. Con la nueva ley esa situación empeorará, con un tratamiento desigual para las partes en el juicio, además de que el número de demandas aumentará. 

· Los actos de autoridad se emiten masivamente y se defiende con equipos de trabajo reducidos.

· Se busca un cumplimiento estricto de la ley, cuando ésta no considera la realidad de nuestro país, de nuestras dependencias.

LAS PENAS DE LOS DELITOS ESTABLECIDOS EN EL CODIGO PENAL FEDERAL, QUE SE EQUIPARAN A LAS SANCIONES ESTABLECIDAS EN LOS ARTICULOS 257 Y 258 DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO SON:

El art. 257 del proyecto establece la pena de 3 a 7 años de prisión y multa de 50 a 500 días a la autoridad que en sus informes afirme una falsedad o niegue la verdad. 

El art. 258 del proyecto establece la pena de 3 a 10 años de prisión y de 70 a 700 días multa a la autoridad que revoque el acto reclamado para que se sobresea el juicio de amparo para después insistir en el mismo.

SABOTAJE
de 6 meses a 5 años de prisión y hasta 5 mil pesos de multa, art. 140

CONSPIRACION  
de 1 a 9 años de prisión y hasta 10 mil pesos de multa, art. 141

EVASIÓN DE 

de 6 meses a 9 años de prisión, art. 150

PRESOS


ASOCIACION
de 5 a 10 años de prisión y de 100 a 300 

DELICTUOSA
días multa, art. 164

NARCOTRAFICO
de 3 a 9 años de prisión y de 70 a 180 días multa, art. 197

ABUSO SEXUAL
de 2 a 5 años de prisión, art. 261

VIOLACION 
de 3 a 8 años de prisión, art. 265

EQUIPARADA

ANTONIO CANCHOLA CASTRO

DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS DE LA SECRETARIA DE COMERCIO Y FOMENTO INDUSTRIAL

Señor Ministro de la Suprema Corte

de Justicia de la Nación,

Humberto Román Palacios,

Coordinador General de la Comisión de Análisis

de Propuestas para una nueva Ley de Amparo,

P r e s e n t e .

Javier Ramos Fonseca, Licenciado en Derecho, con domicilio en la Primera Avenida Norte número 68, Colonia Centro, de Tapachula, Chiapas, Código Postal 30700, me dirijo a Usted, con todo respeto, para manifestar:

1. El Artículo 139 del Proyecto de Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dice:

“Artículo 139. “Cuando alguna autoridad responsable "tenga su residencia fuera de la jurisdicción del órgano "que conoce del amparo, y no sea posible que rinda su "informe previo con la debida oportunidad, por no "haberse hecho uso de los medios a que se refiere el "artículo anterior, se celebrará la audiencia incidental "respecto del acto reclamado de las autoridades "residentes en el lugar, a reserva de celebrar la que "corresponda a las autoridades foráneas. La "resolución dictada en la primera audiencia podrá "modificarse o revocarse con vista de los nuevos "informes.”

2. El término jurisdicción no es unívoco. De las varias acepciones encontramos: a) en sentido amplio se identifica con “soberanía”; por ejemplo se dice que el asunto cae bajo la jurisdicción del Estado o de la Iglesia; b) Acorde con el anterior significado, se torna el término jurisdicción como la esfera de atribuciones de un ente, autoridad o funcionario, por ejemplo jurisdicción del municipio, jurisdicción del alcalde; c) La acepción de carácter territorial equivale al término “demarcación”, esto es, el espacio sobre el cual ejerce su jurisdicción un país, un juzgador; d) En sentido propio significa la “función jurisdiccional”, o sea, la actividad destinada a la resolución de controversias y de represión de delitos que el Estado lleva a cabo a través de diversos órganos.

3. Acorde a lo anterior, considero que la expresión contenida en dicho artículo, que reza: “Cuando alguna autoridad responsable tenga su residencia fuera de la jurisdicción del órgano que conoce del amparo, ...”; conduce a imaginar que la autoridad responsable que refiere, está fuera del ámbito o regulación de la competencia del órgano que conoce del amparo. 

4. En estas condiciones, propongo, para la parte conducente del artículo que nos ocupa, el siguiente texto:

“Artículo 139. Cuando alguna autoridad responsable radique fuera de la localidad sede del órgano que conoce del amparo, ...”

5. También propongo análogo tratamiento a la parte conducente del artículo 22 del Proyecto de Ley de Amparo que es del siguiente tenor:

“Artículo 22. Si alguna de las partes reside fuera de la "jurisdicción del órgano de amparo que conozca o deba "conocer “del juicio, ...”

“Texto que propongo:

“Artículo 22. Si alguna de las partes reside fuera de la "localidad sede del órgano de amparo que conozca o "deba conocer del “juicio, ...”

Protesto a Usted lo necesario

Tapachula, Chiapas a 08 de Noviembre del año 2000.

JAVIER RAMOS FONSECA

México, D.F. a 21 de noviembre de 200.

COMENTARIO AL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO

1. EN CUANTO A LAS NOTIFICACIONES (ARTÍCULO 27, FRACCIÓN II).

En el Proyecto se establece que en los casos en que el domicilio de la autoridad se encuentre fuera del lugar del juicio, se envié el oficio por correo en pieza certificada con acuse de recibo.

En la Ley del Servicio Postal Mexicano, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 1986, en ningún momento se establece entre las modalidades de la correspondencia y los envíos, la figura del correo en pieza certificada.

La Ley en sus Artículos 26 y 27, establece que por su tratamiento la correspondencia y los envíos son: ordinarios o registrados.

El Reglamento para la operación del organismo Servicio Postal mexicano publicado en el Diario Oficial de la Federación de 31 de octubre de 1988, confirma lo anterior en su Artículo 31.

En consecuencia, lo correcto de conformidad con esa ley, debe ser “Correo Registrado”.

En segundo término, en el Proyecto se conserva la gratuidad de los servicios de comunicación (telégrafo, correo, fax, teléfono, correa electrónico) única y exclusivamente para los quejosos y el Poder Judicial, sin embargo, se olvidan de los otros dos Poderes (Ejecutivo y Legislativo).

Esto es así, ya que el Artículo 19, Segundo Párrafo, aún cuando utiliza la palabra gobierno, se refiere a los mensajes en que se demanda amparo, por alguno de los actos del Artículo 22 y a las resoluciones y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión.

Estimamos que es necesario garantizar en la Ley de Amparo, el acceso inmediato, libre y gratuito al uso del telégrafo, como medio autorizado para la presentación de promociones, informes y desahogo de requerimientos judiciales, de manera específica de aquellas que emitan las autoridades responsables.

La Secretaría de Gobernación, ha utilizado, en forma permanente el telégrafo y el correo registrado, como medio para rendir los informes y atender los requerimientos en materia de juicios de amparo.

Se tiene conocimiento que de esta manera operan diversas Secretarías de Estado.

El telégrafo, hasta el mes de noviembre de 1999, se había considerado gratuito.

El 1° de diciembre de 1999, el Gerente de Telecomunicaciones de México del Distrito Federal, expidió el Boletín Informativo No. 37, dirigido a los Jefes de Oficina Telegráfica.

En el, se hace referencia a una opinión vertida por la Dirección General de Asuntos Jurídicos de ese organismo, en el sentido de que “Todos los casos de telegramas que contengan informes previos o justificados, dirigidos a Jueces de Distrito y que estén fundamentados en los Artículos 132 y 149 de la Ley de Amparo, deberán ser cobrados, ya sea con pago en efectivo o a través de una cuenta corriente que la Dependencia emisora, abra en nuestras oficias y que sólo se considerarán como servicio oficial, libre de pago, los casos señalados y previsto en los Artículos 23 y 31 de la Ley de Amparo, en relación con el Artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.

Dicha opinión, está contenida en el oficio 4021.-3591, del 15 de noviembre de ese mismo año.

De mantenerse en el Proyecto incólume se presentaría la siguiente situación:

Actualmente, según la oficina de telégrafos, el precio conjunto de 20 palabras es de $23.00.

Un telegrama de una cuartilla contiene un promedio de 20 grupos de 20 palabras, cuyo costo sería de $460.00.

De manera aproximada se presentan en las Oficinas de Telégrafos, por parte de la SEGOB 70 telegrama diarios, cuyo costo global sería de $32,200.00 diarios.

A la semana, se erogarían por este concepto $161,000.00.

Al mes $644,000.00.

Esto sin considerar, un recurso de revisión que en promedio ocupa 8 hojas, cuyo costo sería de $3,680.00.

Ello requeriría que las Dependencias, contarán con un presupuesto necesario para atender este renglón, que de inmediato no sería posible.

De no contar con el servicio gratuito del telégrafo, las dependencias acudirían al correo.

En cuanto al tiempo hay una diferencia abismal entre el correo y el telégrafo.

Normalmente, el telégrafo tarda máximo 2 días.

En cambio el correo, tarda mínimo 2 semanas.

Tenemos algunos casos que se han presentado con el Estado de Puebla, en donde, habiéndose enviado la comunicación el 11 de julio hasta hoy día 13 de noviembre no se ha recibido, no obstante que han transcurrido 125 días.

Con estas dilaciones, el Poder Judicial estaría imposibilitado para cumplir el mandato del Artículo 17 Constitucional.

En tercer término, en el Proyecto de Ley de Amparo (Artículo 22), se suprime la posibilidad de que las autoridades responsables que residan fuera de la jurisdicción del órgano de amparo, que conozca del juicio puedan acudir a las Oficinas de Telégrafo que corresponda al lugar de su residencia, para presentar sus informes previos, justificados y recursos.

Con esta disposición, se trata a la autoridad responsable en forma inicua, ya que se le priva de la oportunidad de presentar sus informes y recursos ante las Oficinas de Telégrafos e inclusive de Correos, ya que sólo se incluye la demanda y la primera promoción del tercero interesado.

Ello implicaría, que todas las Dependencias del Poder Ejecutivo Federal, deberán presentar directamente los informes, recursos y requerimientos en el lugar donde residan los Juzgados y Tribunales que las requieran, para lo cual, deberán contratar personal para trasladarse a esos lugares y una partida específica para cubrir los gastos de transporte y viáticos.

Si para el pago de los telegramas, no se cuenta con recursos, como será posible cubrir el aumento de plazas y la partida de viáticos y transportes.

Es por ello, que se requiere modificar el Artículo, para permitir a las autoridades responsables de la Administración Pública Federal, la posibilidad de presentar sus informes, cumplir requerimientos por medio del telégrafo o correo, cuando residan fuera del lugar del Juzgado o Tribunal que conozca del juicio.

Para este fin se propone la siguiente redacción:

“Si alguna de las partes reside fuera de la jurisdicción del órgano de amparo que conozca o deba conocer del juicio, la demanda, las promociones del tercero interesado, así como los informes y demás promociones de las autoridades responsables y del Ministerio Público de la Federación cuando así proceda, podrán presentarse, dentro de los plazos legales, en las oficinas públicas de comunicaciones que corresponda al lugar de su residencia, o en la más cercana en caso de no haberla”.

ROBERTO PEDRO MARTINEZ ORTIZ

DIRECTOR GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS DE LA SECRETARIA DE GOBERNACION

I.
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS.

Las reformas en estudio proponen introducir como objeto del juicio de amparo, la protección a los derechos humanos contenidos en los Tratados Internacionales que ha suscrito nuestro país.

Al respecto, es de señalar que tanto los derechos humanos como las garantías individuales tienen la misma naturaleza y origen, ya que en el fondo constituyen derechos fundamentales o esenciales del ser humano, siendo importante destacar que aún en el supuesto de que se encontrara en un tratado internacional un derecho humano que no esté contenido en alguna de las garantías individuales consagradas en la Carta Magna, su violación igualmente haría procedente el juicio de amparo por la infracción cometida por la autoridad al tratado respectivo, pues ésta forma parte del derecho mexicano, debiéndose respetar su contenido por imperativo de lo dispuesto en la garantía de legalidad que tutela el artículo 16 constitucional; luego entonces, resulta innecesaria la inserción de la protección de los derechos humanos que nuestros constituyentes ya habían previsto con diferente denominación.

Por otra parte, no puede pasar desapercibido que la propia Constitución determina un órgano específico encargado de intervenir cuando se considere que ha existido una violación a los derechos humanos, estableciendo procedimientos también específicos para ello; consecuentemente, es evidente que con la reforma propuesta se generaría duplicidad o traslape de funciones, corriéndose el riesgo de que se emitan resoluciones contradictorias con la consecuente dificultad jurídica para su observancia.

Asimismo, llama la atención que sea en la propuesta de reformas al artículo 103 constitucional y en el artículo 1º del proyecto de Ley de Amparo, en donde se pretenda homologar innecesariamente a los derechos humanos y las garantías individuales, cuando en todo caso por técnica jurídica debería haberse propuesto la inserción de tal hipótesis precisamente en el Título Primero Capítulo Primero de la Carta Magna.

De igual forma debe señalarse que en el supuesto de que sea necesaria la homologación referida esta queda acotada o limitada, pues al enumerarse en el artículo 1º del proyecto de ley de amparo específicamente los tratados que sobre la materia de derechos humanos son objeto de protección, excluye a otros que en el futuro pudieran suscribirse, lo que en todo caso haría indispensable adicionar la ley, cada vez que se suscriba un tratado internacional de tal naturaleza. 

II.
INTERES LEGÍTIMO E INTERES DIFUSO PARA INTERPONER EL JUICIO DE AMPARO.

El proyecto de reforma al artículo 107, fracción I de la Constitución, así como el artículo 4º del proyecto de Ley de Amparo, introducen la posibilidad de que aquél que cuente con interés legítimo está en aptitud de promover el juicio de amparo.  Sin embargo, ninguno de dichos ordenamientos define el concepto de interés legítimo, lo que da pié a que quede a criterio o arbitrio de los Tribunales de amparo el determinarlo, y por ende la procedencia del juicio.

Al margen de lo anterior, cabe destacar que las reformas propuestas establecen que en aquellos casos en que se trate de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales o del trabajo, el quejoso deberá contar con un derecho subjetivo que se vea afectado de manera personal y directa; es decir, que en estos casos sí  es requisito indispensable contar con interés jurídico, en los términos en que se ha definido en la actualidad.

Consecuentemente, existe un doble tratamiento que determina la procedencia del juicio de amparo, privilegiando a unos en detrimento de otros, ya que en unos caos sí se exige la existencia de un interés jurídico y en otros no, lo que implica un trato desigual a los gobernados solicitantes del amparo y protección de la Justicia Federal.

Al respecto, no se considera suficiente la pretendida justificación que se da en la introducción al proyecto de reformas a la Ley de Amparo, en el sentido de que cuando los actos o resoluciones provengan de los Tribunales que cita, sí deberán afectar un interés jurídico, en atención a que las partes tienen las mismas posibilidades procesales y los mismos medios de defensa, ya que los Tribunales no quedan exentos de afectar el interés legítimo de algún individuo ajeno a la controversia, el cual se vería limitado para promover el juicio de amparo, precisamente por no contar con un interés jurídico.

Ahora bien, para el caso de otro tipo de actos basta con un interés legítimo indefinido para incoar el juicio de garantías, lo que da cabida a una gama inmensa de posibilidades de procedencia o improcedencia del juicio, saturando las labores de los Tribunales de amparo, permitiendo la decisión discrecional por parte del juzgador para definir en qué casos sí o no se afecta dicho interés, por carecer la Ley de regulación específica al respecto.

Finalmente, no puede pasar desapercibida la defectuosa redacción de la propuesta de reforma contenida en el artículo 4º, ya que prejuzga la existencia de un interés al momento de ejercitar la acción de amparo, siendo que a la presentación de la demanda no se requiere acreditar tal extremo.

También es de destacar que con la reforma propuesta cualquier persona que estimara violados sus intereses (simples) acuda al juicio de amparo, provocando que se privilegiara el interés particular sobre el interés general, o el interés de una minoría sobre el del mayor número de la población, con lo que se solucionaría un problema creando otro, todo esto debido a la indefinición del concepto contenido en la propuesta, máxime que tampoco se establece qué preeminencia tiene el interés jurídico respecto del interés legítimo o viceversa.

III.
AMPLIACIÓN DE LOS TÉRMINOS PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO, SIN AMPLIAR LO SUFICIENTE EL DE LAS AUTORIDADES PARA RENDIR SUS INFORMES.

1.
La ampliación del término para presentar la demanda de garantías, así como para la fijación de la celebración de la audiencia constitucional en el proyecto de Ley, contrarían la celeridad del juicio de amparo y la garantía de justicia pronta y expedita que refiere el artículo 17 constitucional, esto es, lejos de favorecer la pretendida agilización del juicio de garantías, por su propia materia, contribuye a dar mayor saturación de asuntos en los juzgados, cuando que el propósito del legislador siempre ha sido una rápida administración de justicia.

2.
El término para la ampliación de la demanda de garantías que prevé el artículo 110 del proyecto de Ley, acrecenta también el retardo en la administración de justicia, debido al aumento del plazo hasta treinta días más para tal efecto, lo que aunado al plazo para rendir los informes justificados, hacen largo, tedioso y poco práctico el juicio, con detrimento de recursos para las partes y Tribunales que intervienen en el juicio de amparo.

Lo anterior, se vuelve caótico cuando el precepto 110 en sus dos últimas fracciones, introduce como causas de la ampliación de la demanda, que de los informes justificados aparezcan datos no conocidos para el quejoso, y que independientemente de esto el quejoso tenga conocimiento de hechos que guarden estrecha relación con los actos reclamados en la demanda inicial.

En efecto, el concepto de datos y de hechos con estrecha relación de suyo vagos y poco definidos en derecho, pues en ellos puede caber todo, propiciando ampliaciones bajo tales pretextos, convirtiendo al tribunal de amparo en un admisor discrecional de ampliaciones, sin sujeción a normas concretas y específicas para tal efecto, lo que no garantiza la imparcialidad que por su naturaleza le es propia; esto sin contar con el incremento en el retardo del procedimiento.

3.- Por otra parte, la duplicación del término para rendir informe justificado no elimina la siempre existente disparidad procesal entre las partes en el juicio de amparo, lo que además va en detrimento de la administración de justicia, pues es esencial que el Tribunal pueda escuchar y contar con los argumentos y pruebas de las partes para sustentar la sentencia, toda vez que no se trata de restringir la oportunidad a alguna de ellas con el propósito de favorecer al gobernado, situación que se agrava al establecerse tajantemente en el artículo 116 del proyecto que se analiza, que en ningún caso se tomarán en cuenta los informes que se rindan fuera del plazo del 10 días, cuando de acuerdo a lo manifestado anteriormente la propia ampliación de los términos a favor del quejoso por sí mismo retarda el trámite del juicio.

IV.
FORMULA OTERO PRINCIPIO DE RELATIVIDAD DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO.

En el proyecto de reformas tanto a la Constitución Política como a la Ley de Amparo, se establece la posibilidad de que integrada la jurisprudencia en la forma y términos que se indica en el proyecto, la Suprema Corte formularía declaratoria general de inconstitucionalidad, aspecto novedoso que podría acarrear por parte del Poder Judicial la derogación de una norma general, sin seguirse el procedimiento constitucional respectivo.

Lo anterior, rompería el equilibrio y la colaboración de Poderes, al colocar al Poder Judicial Federal en un plano superior en relación a los otros dos, pues a través de una declaración general con validez erga omnes, se dejarían sin efectos normas generales y abstractas, en cuya formulación participan tanto el Legislativo como el Ejecutivo.

Ahora bien, en estricto sentido la fórmula Otero entraña la prohibición de que con base en sentencias de amparo, se formulen declaraciones de carácter general, sea en tratándose de inconstitucionalidad de normas o de actos de autoridad en estricto sentido; luego, la situación que se advierte en el proyecto sujeto a análisis, de que integrada la jurisprudencia pueda hacerse una declaratoria de inconstitucionalidad, implica una franca contradicción con el principio mencionado, y la sumisión de los Poderes Legislativo y Ejecutivo al Poder Judicial, ya comentada.

Por otra parte, es de destacar que ni en la reforma que se propone al segundo párrafo de la fracción II del artículo 107 constitucional, ni del contenido de los artículos 232 al 235 del proyecto de Ley que se comenta, se aprecia que se contengan las reglas bajo las cuales se fijen los alcances de la declaratoria de inconstitucionalidad, antes bien, se señala que será en la propia declaratoria de inconstitucionalidad en la que se fijen dichos alcances y condiciones, situación por demás riesgosa ya que genera inseguridad jurídica al no preverse claramente cuales serán los alcances de una declaración de tal naturaleza, misma que por su trascendencia debería estar perfectamente definida tanto por la Constitución como por la ley reglamentaria.

Relacionado con lo anterior, debe decirse que del contenido del artículo 233 del proyecto de Ley de Amparo, podría inferirse una supuesta condición para la emisión de la declaratoria de inconstitucionalidad, ya que señala que previo a ésta la Suprema Corte “podrán convocar a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla”. Empero, en primer lugar, cabe precisar que en los términos en los que se encuentra redactado el artículo que se comenta, es fácil advertir que no impone obligación alguna a la Corte para oír los puntos de vista sobre los alcances de la inconstitucionalidad, por el empleo del término podrá, y mucho menos aún señala el procedimiento para ello; y en segundo lugar, resulta que el precepto requiere mayor precisión, toda vez que en términos del texto del segundo párrafo de la fracción II del artículo 107 constitucional, es precisamente en la declaratoria en donde se fijan sus alcances y condiciones, mientras que en el artículo 233 del proyecto se propone oír los puntos de vista de quien se estime conveniente, respecto de alcances que aún no existen.

En otro orden de ideas, es de señalar que uno de los principios rectores de nuestro juicio de amparo lo constituye la instancia de parte agraviada, contenida en el artículo 107 fracción I de la Constitución vigente, y que de alguna manera se previene en el mismo numeral y fracción de la propuesta de reforma a la propia Constitución. Así, una vez efectuada la declaratoria de inconstitucionalidad con efectos erga omnes tal principio se vería afectado, pues ya no sería necesaria la instancia de parte agraviada para obtener una sentencia favorable sobre la materia, pues la declaratoria de inconstitucionalidad produciría un efecto general a favor de aquellas personas que por cualquier circunstancia la consintieron, limitando así el derecho que tuvieren para aceptar en sus términos una norma que si bien pudiera ser inconstitucional para unos, no necesariamente lo es para todos. De ahí el principio constitucional de instancia de parte agraviada.

Se estima que el artículo 220 del proyecto de Ley de Amparo que exige para la configuración de jurisprudencia por reiteración, tan sólo tres sentencias no interrumpidas por otra en contrario, resueltas en diferentes sesiones y con voto aprobatorio de por lo menos 8 ministros, resulta insuficiente por lo escaso de las reiteraciones y las repercusiones que pudiera tener una declaración de tal naturaleza, pues la misma sin duda afectaría la ampliación y ejecución de las leyes expedidas por el Congreso, con todas las formalidades de la Constitución, destinadas al bien común, propiciando inseguridad jurídica.

Por otra parte, de la lectura de los artículos 222 y 223 del proyecto de Ley de Amparo, se advierte que la jurisprudencia puede ser interrumpida o sustituida, lo que en el caso de la declaratoria de inconstitucionalidad ahonda el problema de la inseguridad jurídica, pues bastaría que se aplicaran las reglas para la interrupción o sustitución, para cambiar la opinión respecto de una declaratoria de interpretación conforme o de inconstitucionalidad, con efectos generales.

Además, no debe pasar desapercibido que si los alcances de la declaratoria de inconstitucionalidad contienen efectos derogatorios de la norma general, las autoridades se verían obligadas a no aplicarla y por ello no se daría la posibilidad de que se generen nuevos casos y nuevos criterios, que permitan la interrupción o sustitución de la jurisprudencia a que se refieren los numerales antes citados.

En conclusión, el aparente respeto a la fórmula Otero que se establece en el proyecto, se ve violado con la declaratoria general de inconstitucionalidad o de Interpretación conforme, lo que de suyo es contradictorio, propiciando además la supremacía de un poder sobre los otros dos, y generando inseguridad jurídica para las partes en el juicio de amparo.

Así las cosas y dadas las implicaciones y consecuencias que produciría la posibilidad de que la Suprema Corte haga un pronunciamiento general respecto de normas generales, se considera que la propuesta de reforma no resulta satisfactoria para regular un aspecto de la trascendencia que nos ocupa.

V.
COMENTARIOS A PRECEPTOS ESPECIFICOS DEL PROYECTO.

En el artículo 2° del proyecto que se analiza, se introducen los principios generales del derecho como una forma para la resolución del juicio de garantías, lo que es innecesario y peligroso, en la medida que los juzgadores no sigan el orden que señala el artículo 14 constitucional en cuanto a la interpretación de la ley para los mismos efectos, pudiendo propiciar sentencias que se aparten de la legalidad que establece el artículo constitucional citado.

En el artículo 4° se determinan las partes en el juicio de amparo, observándose que el ministerio público federal sólo será parte cuando haya intervenido en el procedimiento penal del acto reclamado, siempre que no tenga el carácter de autoridad responsable, y en aquellos juicios de amparo de diferente materia que se promuevan en contra de normas generales, dejando de tener tal calidad en los juicios contra actos de autoridad diversos.

Al respecto, no se encuentra en la introducción al proyecto justificación alguna para excluir al ministerio público federal, como parte en los amparos en los que no se discute la inconstitucionalidad de normas generales, siendo que su labor en el desarrollo del juicio es la de vigilar que el mismo se ajuste a los principios constitucionales y de legalidad, como un regulador del mismo, teniendo la posibilidad de promover los recursos que establece la Ley, por lo que su exclusión parece injustificada.

El artículo 7° del proyecto que nos ocupa, en su primera parte señala que cualquier persona moral pública con carácter de autoridad, podrá solicitar amparo y en su parte final indica que en estos casos, los intereses afectados deben ser distintos a los que correspondan a sus funciones de autoridad. Empero, tal redacción nos parece confusa, toda vez que cuando las personas morales públicas no desarrollan funciones de autoridad, no se les puede atribuir tal carácter.

El artículo 25 inciso F), no subsana el vicio de dejar al arbitrio del juzgador el ordenar notificaciones personales conforme a su criterio, pudiendo omitir que se notifiquen personalmente algunas resoluciones que afecten a las partes, como es el caso de la sentencia dictada en la audiencia constitucional que se notifica por lista, con independencia de su sentido.

El artículo 28 si bien establece la obligación de fijar la lista de acuerdos en los juzgados a primera hora hábil, no subsana el actual vicio de colocarla a diversa hora y complementarla posteriormente con listas adicionales, lo que origina indefensión para las partes que no pueden permanecer todo el día en el juzgado, por falta de señalamiento de una hora específica.

El artículo 126 determina como nuevo requisito para la suspensión del acto reclamado, que opere a favor del quejoso la “apariencia del buen derecho”. Ahora bien, tal concepto es vago e impreciso pues no determina qué debe entenderse por el mismo.

No escapa que al respecto el Pleno de la Suprema Corte, ha sustentado jurisprudencia en el sentido de que para conceder la medida cautelar puede analizarse en el incidente, la inconstitucionalidad del acto reclamado, y conforme a ello conceder o negar la suspensión del mismo, lo que implica prejuzgar sobre el fondo del asunto y desnaturalizar la figura jurídica de la suspensión.

Lo anterior es así, pues la medida cautelar sólo paraliza el acto reclamado y no debe prejuzgar sobre su inconstitucionalidad, pues basta con los requisitos que actualmente se exigen para su otorgamiento o no, por lo que al introducirse como nuevo elemento para su concesión la probable inconstitucionalidad del acto reclamado se vicia subjetivamente el juzgador, encauzándolo a pronunciar en el fondo una sentencia acorde con lo resuelto en el incidente, pues no puede entrar en franca contradicción con el mismo, siendo que en otro caso las partes sabrán el sentido de la sentencia de fondo a partir de lo resuelto en el incidente.

VI.
CONSIDERACIONES GENERALES FINALES.

La idea de formular una nueva Ley de Amparo se estima innecesaria, toda vez que la Ley vigente responde a las necesidades sociales imperantes en México, sin que deje de reconocerse que algunos preceptos sí ameritan una reforma, pero que de ninguna manera hacer indispensable la expedición de un nuevo ordenamiento jurídico.

Es de observar que en términos generales el proyecto de ley refleja un alto grado de discrecionalidad para los Tribunales de Amparo, tanto al establecer hipótesis no definidas como lo es la de la procedencia del juicio ante la afectación de un interés legítimo, dando pie a que ante la falta de regulación adecuada quede al arbitrio del juzgador de amparo la aceptación o rechazo de las demandas, con los inconvenientes de inseguridad jurídica.

Lo anterior se corrobora aún más, en el caso de la declaratoria de inconstitucionalidad de normas generales, ya que queda a la libre consideración de la Corte sin sujeción a ninguna regla, emitir declaraciones generales respecto de los ordenamientos jurídicos, pudiendo llegarse al extremo de privar de vigencia a los mismos, con la consecuente supremacía y desequilibrio de los Poderes de la Unión.

Al respecto, debe decirse que universalmente está reconocida la encomiable y delicada labor que desempeñan los órganos jurisdiccionales como entes imparciales que declaran el derecho, sin embargo, y precisamente por lo delicado de su labor, aún en los casos de discrecionalidad, para evitar la generación de sentencias en las que por imprecisión se favorezca o perjudique a cualquiera de las partes, tal función se apoya en normas específicas; lo que no se contempla en la declaratoria general de inconstitucionalidad, integración de jurisprudencia y sus efectos, interés jurídico para la procedencia del juicio de amparo y ampliación de demanda, así como el otorgamiento de la suspensión del acto reclamado, toda vez que por las razones expuestas, la decisión sobre estos aspectos queda al arbitrio subjetivo del juzgador de amparo y cualquiera que sea la posición que al respecto adopte lo apartan de la situación de imparcialidad que por su naturaleza le corresponde.

En consecuencia, si se piensa emitir una nueva Ley de Amparo, debe tomarse en consideración que por la naturaleza misma de la materia, tal ordenamiento debe contar con reglas específicas y claras para la solución de los conflictos que versen o puedan incidir en la protección que el Estado debe procurar respecto de los derechos fundamentales del hombre.
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Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Como convenimos en la reunión del pasado lunes 13, me permito enviarle a Usted los comentarios de esta Dependencia del Ejecutivo Federal, referentes al Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· El artículo 1º que se propone, aparte de considerar a las garantías individuales, adiciona a los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, se elimina tanto a nivel horizontal como vertical la invasión de esferas y de competencias entre poderes.

Con la propuesta se permitirá dirimir en el futuro controversias derivadas de la jerarquía de los Tratados Internacionales y de protección a los derechos humanos. El proyecto limita los instrumentos jurídicos que menciona pudiendo omitir alguno, no precisa lo que se entiende por normas generales con lo que no puede dejar de tomar en cuenta alguna norma jurídica o tratado internacional aplicable, lo cual es previsto por el principio de supremacía constitucional.

Los Tratados Internacionales contienen declaraciones, propósitos y principios que como no están plasmados en normas jurídicas, es imposible su aplicación por un órgano judicial, por lo que se considera que el anteproyecto en comento, no debe contemplar estos conceptos.

El artículo en comento, amplía el ámbito competencial a la materia de Derechos Humanos, regulada en diversos instrumentos suscritos por nuestro país. La naturaleza jurídica del amparo es la protección a las garantías individuales frente a actos de autoridad, es indudable que los derechos humanos referidos en los diversos instrumentos, se encuentran contemplados en los primeros 29 artículos de nuestra Constitución.  La adición que se propone resultaría confusa para el gobernado y podría complicar las interpretaciones innecesarias que deba hacer el juzgador. Sería conveniente precisar que además de las garantías individuales debe señalarse la establecida en el artículo 123 Constitucional.

Por otra parte en el artículo 106 fracción I, inciso b) del proyecto se habla de los tratados internacionales como materia de amparo indirecto creando una contradicción con el artículo 1º de dicho documento.

Sugerimos que simplemente se señale en el artículo 1º que el juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· En el artículo 4º fracción I del proyecto, se distingue como quejoso al titular de un derecho o de un interés legítimo, al respecto se hace una distinción entre el concepto de interés jurídico (sostenido por la doctrina como un concepto que obstaculiza la defensa de los administrados, entendido como un derecho reconocido por la ley conocido como derecho subjetivo) y el interés legítimo.

Se estima inadecuado que en la segunda parte de la fracción I, del artículo 4º, se aluda al quejoso como titular de un derecho subjetivo tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, ya que el concepto de derecho subjetivo, además de que solo se contempla por la doctrina, en todo caso queda comprendido dentro de los conceptos derecho o interés legítimo.

En la definición de quejoso, si se quiere precisar y ampliar los actos materia del juicio de amparo, no es conveniente condicionar la promoción del juicio a que el acto reclamado afecte la esfera jurídica de manera directa, pues además de que el concepto esfera jurídica es meramente doctrinal, basta que exista la afectación del derecho o del interés jurídico que protegen las leyes para que proceda el juicio de amparo, en todo caso de ese señalamiento se desprende que la propia ley exige diversas clases de derecho o de interés legítimo para promover el juicio de amparo, lo cual se considera inadecuado.

Se estima también inconveniente que se regule en la fracción I, del artículo 4º, la procedencia del juicio de amparo cuando el acto reclamado afecte la situación del quejoso frente al orden jurídico, ya que se trata de una expresión o frase muy vaga e imprecisa, y no se sabe qué debe entenderse por situación del quejoso frente a ese orden jurídico, cualquier acto que afecte un derecho o interés legítimo, cualquiera que éste sea, será materia u objeto del juicio de amparo, en términos de lo que señala la primera parte de la fracción I, del artículo 4º de la ley.

En la fracción II del artículo en comento, en lo tocante a autoridad responsable se advierte en principio que en su definición se alude únicamente al concepto “acto” y se deja afuera a las “normas generales”, las cuales son materia u objeto del amparo de acuerdo a lo señalado en el artículo 1º de la ley, y siendo así, respecto de su expedición y aplicación también se da o se actualiza el carácter de autoridad responsable.

Por lo anterior, se estima que, a fin de subsanar la falla en la definición de autoridad responsable, también debe incluirse en su definición la que dicta, expide, aplica o trata de aplicar la norma general, así como la que dicta, ordena, ejecuta, trata de ejecutar u omite el acto reclamado.

De igual forma, se estima que no es conveniente que en la definición de autoridad responsable se aluda a conceptos o criterios que la Suprema Corte ha sustentado en algunas ejecutorias, en las que se ha sostenido que también es autoridad responsable la que emite actos que crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas en forma unilateral y obligatoria.

Lo anterior es en virtud de que si bien en criterios judiciales recientes se ha pretendido que se incluya a los actos de los organismos descentralizados como actos de autoridad, esa situación presenta más inconvenientes que ventajas, sobre todo si se tiene en cuenta que en algunos casos la actuación de los organismos es consecuencia y deriva de una relación contractual, por lo que es muy discutible que en esos casos se trate de una actuación unilateral y obligatoria.

Se estima conveniente que se siga sosteniendo, con adecuaciones mínimas, la definición tradicional de autoridad responsable y que en todo caso sean los tribunales los que determinen en qué casos o situaciones muy particulares o específicas procedería el amparo respecto de algunos actos de organismos descentralizados, lo que no es admisible, ya que no debe perderse de vista que el origen de la relación con los particulares es de carácter contractual.

En el artículo 4º fracción III, inciso e) se menciona únicamente que el Ministerio Público intervendrá como tercero perjudicado cuando haya intervenido en el procedimiento penal en que derive el acto reclamado; lo anterior se estima inadecuado ya que existen otros procedimientos como son los de índole familiar en donde la intervención del Ministerio Público es de vital importancia, y en el caso de que en esa materia se interpusiera un juicio de garantías, de acuerdo al texto del proyecto, el Ministerio Público no podrá intervenir como tercero perjudicado. Se considera eliminar la palabra “penal” en el inciso mencionado.

· El artículo 6º consigna la posibilidad de que el menor pueda solicitar amparo sin la intervención de su legítimo representante, facultando al órgano jurisdiccional para designar un representante especial. En esta propuesta, lo que no se precisa es en qué momento el juzgador hará la designación, por lo que se sugiere que sería conveniente que el menor pudiera acudir a una Procuraduría de Justicia, para que lo represente legalmente.

· Con relación al artículo 7º, es necesario observar que uno de los requisitos que deben preservarse para la interposición del amparo, es el interés jurídico del quejoso, situación que no pueden guardar las autoridades mencionadas en el proyecto (federación, estados, Distrito Federal, municipios o cualquier persona moral pública con carácter de autoridad) cuando reclamen actos que afecten intereses distintos a los que les correspondan. La disposición resulta peligrosa e injustificada.

· En el artículo 8º, existe una falta de paridad procesal entre el gobernado y la autoridad señalada como responsable, por lo que se refiere a la imposibilidad de estas últimas para ser representadas en el juicio de amparo. Es conveniente tomar en cuenta que la suplencia establecida en los Reglamentos de cada Dependencia es una verdadera representación o mandato; que el limitar esta representación, sólo ha derivado en falta de informes, así como en una inadecuada aportación de elementos en el juicio de amparo.

· En el artículo 16 se amplía el plazo para interponer el amparo de quince a treinta días, lo cual se considera notoriamente excesivo, lo anterior deja a la autoridad responsable en una especie de inequidad procesal para rendir el informe justificado requerido y el previo en su caso, ya que a este respecto sólo hay modificación del término del informe justificado de acuerdo al artículo 116 del proyecto, duplicándolo de cinco a diez días; sin embargo se considera que hay pérdida y dilación en los términos, evitando la celeridad de los juicios que se trata, ya que por dar un ejemplo, en materia de notificaciones (artículo 23 al 29 del proyecto) se pretende substancialmente evitar entorpecer el procedimiento.

La ampliación de plazos que propone el artículo 16 derivaría en hacer la impartición de la justicia en esta materia, más dilatada y costosa en contra del gobernado, lo anterior es independiente de lo que se señala para el artículo 110.

· El tercer párrafo del artículo 21 establece la ampliación de los plazos tomando en cuenta que se ampliará un día por cada cuarenta kilómetros de distancia, por lo que este proyecto no considera los avances tecnológicos que existen en la actualidad y deja a la interpretación subjetiva sobre la dificultad de las comunicaciones, lo que otorga discrecionalidad del juzgador a dicha facultad.

· En los artículos 23 al 30 relativo a notificaciones, no se incluyen reformas importantes, que tomen en cuenta los adelantos tecnológicos. El propósito de la notificación es darle a conocer a las partes el acuerdo o la resolución del Tribunal, para que éstos tomen conocimiento de él y puedan recurrirlo o acatarlo.

Deben suprimirse los citatorios previos y, fuera de la primera notificación, admitir medios electrónicos para las subsiguientes.

· En cuanto al artículo 23, no existe sanción en el caso de que la notificación no se realice dentro del plazo de tres días hábiles siguientes a la resolución.

· Respecto a lo previsto por la fracción I, incisos b) y c) del artículo 26, se considera que el sentido de las notificaciones queda poco preciso y al arbitrio del actuario judicial.

· En el artículo 29 es recomendable adicionar que las notificaciones realizadas a las autoridades responsables, sean hechas en el domicilio de la oficina que ocupe el área jurídica de las mismas, ya que se deja abierta la posibilidad de que las notificaciones se realicen en cualquier inmueble que ocupe la autoridad responsable, pero eso no implica que sea recibida en el área que tenga la representación legal de la autoridad, generando con ello un retraso o a veces la imposibilidad de atender debida y oportunamente el requerimiento del órgano judicial.

· En el artículo 31 fracciones II y III se hace la distinción de Tribunales Colegiados de Circuito en Amparo (en amparo directo) y Tribunales Colegiados de Circuito de Apelación (en amparo indirecto o biinstancial), lo anterior se considera inadecuado porque da lugar a la creación de mayor número de tribunales y todas las consecuencias que ello implica, pero por el contrario puede ser provechoso para la especialización judicial que el caso amerita.

· El aspecto de conflicto competencial, señalado en el artículo 46, presenta en la práctica problemas que se traducen en dilaciones de procedimiento. Debe ser suficiente que ante un Juez de Distrito se ponga en conocimiento la existencia de una demanda de amparo de fecha anterior, para que suspenda el procedimiento y lo remita al primer Juez que conoció de la demanda de amparo.

También es importante que tengan la facultad y obligación de declararse incompetente con relación a las demandas que no les correspondan por materia, en vista de que las sentencias que emiten los Jueces notoriamente incompetentes son impugnadas ante los Tribunales Colegiados de Circuito.

Por otra parte, se recomienda mejorar su redacción porque su contenido es impreciso.

· Se destaca que respecto a causales de improcedencia substancialmente no hay gran diferencia entre el artículo 59 propuesto y el 73 en vigor, a excepción de que se omite en la fracción VIII del proyecto hablar de interés jurídico del quejoso como lo alude la fracción V en vigor. Por otra parte, se recomienda eliminar la fracción IV ya que se presta a confusión cuando se dice: “será procedente en contra de resoluciones y acuerdos dictados en la secuela del procedimiento, siempre que se afecten gravemente las defensas del quejoso;”.

· Es conveniente que los artículos 59 y 61 distingan la improcedencia del sobreseimiento. La primera figura implica el desechamiento del escrito de demanda, por ser interpuesto contra actos emanados de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito. El sobreseimiento implica el análisis de los conceptos de violación o de los agravios. La fracción IV del artículo 61 hace innecesario que subsista la figura de improcedencia para aquellos casos fuera de los señalados, ya que en estos supuestos estaría ante un sobreseimiento.

· En el artículo 61 del proyecto y los correlativos 62 y 63, se suprime el sobreseimiento por inactividad procesal previsto en la fracción V del artículo 74 en vigor, lo anterior resulta perjudicial debido a que no permite la disminución de la carga jurisdiccional para los jueces, ya que la parte quejoso incurriría en la contradicción al solicitar la protección constitucional y, con su abstención al no demostrar interés procesal, se debería decretar válidamente la caducidad de la instancia como actualmente está regulado.

· En el artículo 66 se recomienda mejorar su redacción en el sentido del procedimiento para interponer la nulidad de notificaciones, así como eliminar el párrafo tercero ya que resulta peligrosa e injustificada al indicar: “Las promociones de nulidad notoriamente improcedentes se desecharán de plano”.

· En el artículo 70 no se habla del caso en que la pérdida de constancias de autos sea imputable al personal que labora en el Organo Jurisdiccional, lo cual es muy común que suceda.

· Respecto al artículo 79 en lo concerniente al recurso de revisión, se deja una laguna jurídica respecto a la interposición del recurso en contra de la suspensión definitiva, se propone abundar al respecto.

· Con relación al artículo 110 se propone mejorar su redacción ya que contiene inequidad entre el quejoso y las autoridades señaladas como responsables en perjuicio de esta última, ya que se establecen los requisitos para la ampliación de la demanda pero no para ampliar el informe justificado, en relación con los nuevos actos manifestados por el quejoso de conformidad a dicho artículo. Por lo anterior, se considera oportuno adicionar una fracción en donde se faculte a la autoridad responsable ese efecto en relación a los nuevos actos reclamados por el quejoso.

Asimismo en la fracción III, que establece que cuando el quejoso tenga conocimiento de actos de autoridad que guarden estrecha relación con los actos reclamados en la primera demanda, se recomienda suprimir la palabra “primera”, ya que da lugar a confusión a la existencia de juicios diversos.

· En los artículos 126 y 127 del proyecto en lo concerniente a la suspensión provisional, se incluye el concepto de la “apariencia de buen derecho”, por lo que se sugiere precisar el concepto, ya que genera confusión y se evitaría ser invocado inadecuadamente.

· El artículo 128 señala que cuando al presentarse la demanda no se haya solicitado la suspensión, el quejoso podrá hacerlo en cualquier tiempo mientras no se dicte sentencia ejecutoria, lo anterior resultaría inadecuado ya que permitiría al quejoso solicitar el incidente de suspensión en cualquier momento y dejaría en estado de indefensión a la autoridad responsable, lo que permitiría incurrir en dilación del procedimiento, lo anterior no aplicaría a la materia penal.

· En lo tocante a lo estipulado en la fracción III, del artículo 136 del proyecto, se estima conveniente que se amplíe el plazo de 24 a 72 horas, para que las autoridades responsables rindan su informe previo.

Lo anterior es en virtud de que el plazo de 24 horas es prácticamente imposible de cumplirse por las autoridades responsables, si se tiene en cuenta que en la mayoría de los casos los requerimientos judiciales ni siquiera se notifican correctamente, y por tanto, es exagerado que en el artículo 140 se establezca que de no rendirse el informe previo en tiempo, no se tomará en cuenta.

Una ampliación en el plazo para rendir dicho informe, como sí se contempla respecto del informe justificado, permitirá a los tribunales allegarse de mayores elementos para resolver sobre la suspensión definitiva.

· En materia de Amparo Directo, en los artículos 177 al 188 del proyecto se pretende establecer reglas claras respecto a su procedencia y substanciación, procurando evitar con ello el incurrir en prácticas dilatorias, las cuales pretenden eficientar la procuración de justicia, situación que resulta favorable.

· En el artículo 220 se pretende innovar el establecimiento de jurisprudencia por reiteración o por contradicción de tesis, sin embargo es recomendable el criterio sostenido con anterioridad respecto a la emisión de cinco criterios en el mismo sentido, ya que se da pauta a la declaración de inconstitucionalidad de la norma jurídica mediante tres sentencias y concurriendo una votación calificada, no permite que el criterio sostenido en cinco sentencias sea el que prevalezca por mayoría de razón.

Asimismo se propone que la Suprema Corte de Justicia de la Nación realice una revisión minuciosa cada diez años de la jurisprudencia establecida para verificar su vigencia.

· En los artículos 232 al 235 se deroga la Fórmula Otero por el otorgamiento de la protección constitucional erga omnes en amparo contra leyes, es decir que el sentido de la sentencia tenga efectos en contra del acto de autoridad y no exista necesidad de promover varios amparos por diversos quejosos. Con lo anterior, se pretende establecer mecanismos que hagan accesible el juicio de amparo a los núcleos de población considerados como más desprotegidos.

Espero que los comentarios incluidos en este oficio sean de gran utilidad para mejorar el contenido del Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Aprovecho la ocasión para enviarle un cordial saludo.

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN.

El Director General de Asuntos Jurídicos de la 

Secretaría de Energía

LIC. NICEFORO GUERRERO REYNOSO
Colegio Nacional de Licenciados en Derecho A.C.

1998-2000

Oaxaca, Oax., a 21 de noviembre del 2000.

SEÑOR LICENCIADO GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL.

MINISTRO PRESIDENTE

DE LA H. SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

P R E S E N T E.

Atendiendo a su amable invitación para estar con Usted en la reunión de trabajo el día 21 de los corrientes, en el salón “Las Novicias” del Hotel Camino Real en esta Ciudad de Oaxaca de Juárez, Oax., el Colegio Nacional de Licenciados en Derecho, A.C., que me honro en presidir, aprovechando su estancia en esta Ciudad, por mi  conducto le desea feliz estancia, y al mismo tiempo, le exponemos lo siguiente:

Como ya es de su conocimiento, la Asociación Profesional que represento, con motivo de la convocatoria para una nueva Ley de Amparo, se llevó a cabo el día 17 de marzo del presente año, en la Casa de la Cultura Jurídica de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación de esta Ciudad, un foro al que asistimos presentando una ponencia con el propósito de que se estableciera en el capítulo denominado “De Los Impedimentos”  (artículo 66 y siguientes de la Ley de Amparo en vigor) la figura  “De La Recusación”, con el objeto de concederles al Quejoso y Tercero Perjudicado el derecho de recusar en los Juicios de Amparo a los servidores públicos en los casos previstos por la Ley, Proponiendo los casos en que deben operar estas.

Al respecto esa H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, a su digno cargo, por los conductos oficiales, tuvo a bien enviarme el Proyecto de Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en el cual en el capítulo VI denominado de los a).- Impedimento, b).- Excusas, y c).- Recusaciones.

Y si bien en el artículo 49 ya señala que:

Artículo 49.  Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito, así como las Autoridades que conozcan  de los Juicios de Amparo deberán declararse impedidos en los siguientes casos, contemplando 7 casos en los cuales deberán declararse impedidos para conocer de los Juicios de Amparo los funcionarios públicos antes mencionados.

Y por su parte el artículo 52 menciona las figuras “Excusas y Recusaciones” en lo relativo al conocimiento que tendrán de ellas, El Pleno de la Suprema Corte de Justicia, Las Salas de la misma, Los Tribunales Colegiados de Circuito y Jueces de Distrito y los artículos 57 y 58 señalan el procedimiento sobre la tramitación de la Recusación.

Consideramos que los preceptos legales anteriores, por una parte no señalan con claridad que persona o parte que  interviene en el Juicio de Amparo corresponde el derecho para interponer  “La Recusación”.

Así como también consideramos  que los casos señalados en el artículo 49 del Proyecto de Ley de Amparo son insuficientes para que los servidores públicos deban declararse impedidos para conocer de los Juicios de Amparo.

Por lo que ante la imposibilidad que tuvimos para estar presentes en los demás foros que se llevaron a cabo para el análisis y discusión de la Nueva Ley de Amparo, pues no  fuimos invitados para ello, por este conducto, reiteramos nuestra postura en la ponencia que presentamos, proponiendo lo siguiente:

PRIMERO.  Que se agregue al Proyecto de Ley de Amparo en el capítulo VI- “Impedimentos, Excusas y Recusaciones”, un artículo que diga:

“El Quejoso y Tercero Perjudicado podrán recusar a los funcionarios de que trata este capítulo, cuando éstos estén comprendidos en alguno de los casos que señala el artículo 49 de la presente ley.

SEGUNDO.  Al artículo 49 del Proyecto de Ley de Amparo, se adicionen los casos siguientes: 

Artículo 49.  Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Magistrados de Circuito, los Jueces de Distrito, así como las Autoridades  que conozcan de los Juicios de Amparo deberán declararse impedidos en los siguientes casos:

. . . . .

VIII.  TENER PENDIENTE EL SERVIDOR PUBLICO, SU CÓNYUGE O SUS PARIENTES, EN LOS GRADOS QUE EXPRESA LA FRACCIÓN I, UN JUICIO CONTRA ALGUNO DE LOS INTERESADOS  O NO HABER TRANSCURRIDO MÁS DE UN AÑO DESDE LA FECHA DE LA TERMINACIÓN DEL QUE HAYAN SEGUIDO HASTA LA FECHA EN QUE TOME CONOCIMIENTO DEL ASUNTO;

IX.  ESTAR PENDIENTE DE RESOLUCIÓN UN ASUNTO QUE HUBIESE PROMOVIDO COMO PARTICULAR,  SEMEJANTE A AQUEL QUE LE ES SOMETIDO PARA SU CONOCIMIENTO O TENERLO  SU CÓNYUGE O SUS PARIENTES EN LOS GRADOS EXPRESADOS EN LA FRACCIÓN I;

X.  ASISTIR, DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL ASUNTO, A CONVITE QUE LE DIERE O COSTEARSE ALGUNO DE LOS INTERESADOS, O TENER MUCHA FAMILIARIDAD O VIVIR EN FAMILIA CON ALGUNO DE ELLOS;

XI.  ACEPTAR PRESENTES O SERVICIOS DE ALGUNO DE LOS INTERESADOS;

XII.  HACER PROMESAS QUE IMPLIQUEN PARCIALIDAD  A FAVOR O EN CONTRA DE ALGUNO DE LOS INTERESADOS, SUS REPRESENTANTES, PATRONOS O DEFENSORES, O AMENAZAR DE CUALQUIER MODO A ALGUNO DE ELLOS;

XIII.  SER ACREEDOR, DEUDOR, SOCIO, ARRENDADOR O ARRENDATARIO, DEPENDIENTE O PRINCIPAL DE ALGUNO DE LOS INTERESADOS.

XIV.  SER O HABER SIDO TUTOR  O CURADOR DE ALGUNO DE LOS INTERESADOS O ADMINISTRADOR DE BIENES POR CUALQUIER TITULO,

XV.- SER HEREDERO, LEGATARIO, DONATARIO O FIADOR DE ALGUNO DE LOS INTERESADOS, SI EL SERVIDOR PÚBLICO A ACEPTADO LA HERENCIA O EL LEGADO.

Esperando sea analizada y valorada nuestra propuesta a efecto  de ser tomada en consideración ante el H. Congreso de la Unión, Esperamos ser convocados para defender Nuestra Propuesta, con el único objetivo de que la nueva Ley de Amparo responda con vigencia sociológica a los reclamos del Pueblo Mexicano.

Sin otro particular, reciba un respetuoso saludo y mis altas y distinguidas consideraciones.

A T E N T A M E N T E

“FORMACIÓN EN EL DERECHO PARA SERVIR A LA JUSTICIA”

DOCTOR EN DERECHO

OSCAR JAVIER JARQUIN RODRIGUEZ

P R E S I D E N T E

� Artículo 23. 


…


El agraviado y el tercero interesado podrán autorizar para oír y recibir notificaciones en su nombre a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, desistir de las mismas, alegar en las audiencias y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá sustituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil, laboral o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y se proporcionarán los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización.


…


� Artículo 7°. Las disposiciones de esta ley regirán en el Distrito Federal en asuntos de orden común, y en toda la república en asuntos de orden federal.


� Artículo 27. La representación jurídica en materia obrera, agraria y cooperativa se regirá por las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo, Código Agrario, Ley de Sociedades Cooperativas y, en su defecto, por las disposiciones conexas del Derecho común.
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